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Las grandes luchas de la humanidad orientadas 
hacia objetivos plurales de beneficio colectivo 
como el respeto a los derechos humanos a plenitud 
de mujeres y hombres por igual, desafían sin 
duda externalidades difíciles de controlar, como 
el inexorable paso del tiempo, la disparidad de 
pensamiento entre generaciones, la discrepancia 
de los valores morales esenciales entre los pueblos, 
por mencionar solo algunas, sin que ninguna de ellas 
legitime dicha realidad social.

Sin embargo, la suma de voluntades, coincidencias 
y propósitos en un mismo sentido de todos los 
sectores de la sociedad, reafirman la esperanza 
de un horizonte promisorio en el que de manera 
definitiva se establezcan las condiciones de igualdad 
indispensables para que se destierre de manera 
contundente la incomprensible violencia hacia las 
mujeres, que aún persiste en muchos contextos y en 
muchas latitudes a nivel global.  

Es por ello que en este mes de noviembre, en el Poder 
Judicial del Estado de Tamaulipas nos unimos al 
movimiento mundial en contra de la violencia contra 
las mujeres, en sintonía con la conmemoración del 
“Día Internacional de la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer”, instituida el 25 de noviembre. Lo 
anterior con la celebración de un foro en línea en el 
que coincidieron las voces de grandes mujeres, así 
como reconocido especialista, quienes reflexionaron 
sobre esta visible problemática que nos compete a 
todas y a todos.

Mi profundo agradecimiento a todas ellas y a él por 
su notable participación, en particular a la Ministra 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Ana Margarita Ríos Farjat, quien nos compartió su 
apreciable visión y perspectiva del tema “Sentencia 
de la SCJN que contribuyen a eliminar la violencia 
de género: precedentes relevantes y recientes”.

Finalmente, quienes integramos la judicatura 
tamaulipeca reafirmamos nuestro más amplio 
reconocimiento a las acciones de gobierno 
orientadas a la lucha frontal contra la inseguridad 
por parte del Gobernador Francisco García Cabeza 
de Vaca, en beneficio de las y los tamaulipecos, en 
esta ocasión con la inauguración del “Centro de 
Vigilancia Tamaulipas” en Reynosa, a través del cual 
se fortalecerán las herramientas para garantizar la 
armonía y paz social en todo el territorio estatal.

PRESENTACIÓN

Magistrado Horacio Ortiz Renán
Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
y del Consejo de la Judicatura de Tamaulipas



CONTENIDO

10

CRÓNICAS DE LA JUDICATURA

CON RUMBO FIJO
TAMAULIPAS 
EMPRENDE17

GOBERNADOR INAUGURA
“CENTRO DE VIGILANCIA TAMAULIPAS”
EN REYNOSA

10
8

CONATRIB CELEBRA CUARTA ASAMBLEA PLENARIA 
ORDINARIA EN JALISCO8

PARA LA HISTORIA
LIC. JUAN J. HINOJOSA (1910-1911),
OTRO DE LOS MAGISTRADOS SUPLENTES
DEL LIC. MATÍAS GUERRA.

16
14

PJETAM CONMEMORA DÍA INTERNACIONAL DE LA 
ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER14



BUTACA JUDICIAL
SECRETOS DE ESTADO20

PERSPECTIVA TRES 60°
18 Tema:

ANÁLISIS HISTÓRICO
DEL TIPO PENAL
DE FEMINICIDIO

Por:
LIC. LIZETH ELIZABETH CASTILLO JUÁREZ

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 28/2021 (11a.)	 22
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 29/2021 (11a.)	 22
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 30/2021 (11a.)	 23
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 31/2021 (11a.)	 24
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 32/2021 (11a.)	 25
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 33/2021 (11a.)	 27
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 34/2021 (11a.)	 28
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 35/2021 (11a.)	 29
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 36/2021 (11a.)	 30
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 37/2021 (11a.)	 31
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 38/2021 (11a.)	 32
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 39/2021 (11a.)	 32
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 40/2021 (11a.)	 33
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 41/2021 (11a.)	 34
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 42/2021 (11a.)	 34
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 43/2021 (11a.)	 35
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 44/2021 (11a.)	 36
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 45/2021 (11a.)	 37
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 46/2021 (11a.)	 38
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 47/2021 (11a.)	 39
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 48/2021 (11a.)	 39
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 49/2021 (11a.)	 40
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 50/2021 (11a.)	 41
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 51/2021 (11a.)	 43
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 9/2021 (11a.) 	 45
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 17/2021 (11a.)	 45
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 11/2021 (11a.)	 46
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 10/2021 (11a.)	 47
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 16/2021 (11a.)	 48
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 13/2021 (11a.)	 49
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 12/2021 (11a.)	 50
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 19/2021 (11a.)	 51
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 20/2021 (11a.)	 52
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 24/2021 (11a.)	 52
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 25/2021 (11a.)	 53
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 23/2021 (11a.)	 53
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 22/2021 (11a.)	 54
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 27/2021 (11a.)	 55
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 26/2021 (11a.)	 55
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 29/2021 (11a.)	 56
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 28/2021 (11a.)	 56
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 28/2021 (11a.)	 57

CRITERIOS JURISPRUDENCIALES Y
RESOLUCIONES RELEVANTES DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

21

REFORMAS LEGISLATIVAS

Diario Oficial de la Federación

DECRETO por el que se expide la Ley de Ingresos de la Federación para 
el Ejercicio Fiscal de 2022, motivo por el cual se abroga a partir del 1 
de enero de 2022 Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal de 2021, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de 
noviembre de 2020.

Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas 

DECRETO LXIV-810 mediante el cual se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley de Coordinación del Sistema de 
Seguridad Pública del Estado de Tamaulipas, de la Ley de Seguridad 
Pública para el Estado de Tamaulipas y del Código Penal para el Estado 
de Tamaulipas

58

58

58



CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA

8

Crónicas de la
Judicatura

El Estado de Jalisco fue la sede de la Cuarta Asamblea Plenaria Ordinaria 
CONATRIB 2021 celebrada el pasado viernes 12 de noviembre, con la 
intervención de las y los titulares de los poderes judiciales de las entidades 
federativas y la Ciudad de México, con el propósito de afrontar de manera 
coordinada y colaborativa los grandes retos de la impartición de justicia en 
los ámbitos locales.

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S

CONATRIB CELEBRA
CUARTA ASAMBLEA 
PLENARIA ORDINARIA EN JALISCO

CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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El Magistrado Horacio Ortiz Renán, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo 
de la Judicatura del Estado de Tamaulipas, participó de manera virtual en esta cuarta 
asamblea que fue inaugurada por el Gobernador del Estado, Enrique Alfaro Ramírez, 

en compañía del Magistrado Daniel Espinoza Licón, Titular del Tribunal de Jalisco, quien dio la 
bienvenida a los representantes de todas las judicaturas locales.

Como parte del orden del día, se llevo a cabo la presentación de los presidentes de los 
tribunales de Campeche, Querétaro y Sonora, que se integran al trabajo colegiado de la 
CONATRIB, además de ponerse sobre la mesa de análisis el Convenio “Tierra de Hombres”, 
con la Universidad de Ginebra, Suiza.

Entre otros temas, se revisaron los avances del Programa de Donación al Poder Judicial de 
Estado de Jalisco por la Embajada de Estados Unidos de Norteamérica en México, con la 
intervención del representante de la embajada en nuestro país.

Finalmente, la Cuarta Asamblea Plenaria Ordinaria CONATRIB 2021 sirvió de marco también 
para reflexionar sobre los avances alcanzados en proyectos encabezados por los tribunales 
de Sinaloa y Coahuila, así como también sobre el Pacto Nacional por una Justicia Abierta con 
Perspectiva de Género en México, y la renovación de la Mesa Directiva de este organismo 
colegiado, para el periodo 2021 - 2023.
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Crónicas de la
Judicatura

El pasado miércoles 17 de noviembre fue inaugurado en la ciudad de Reynosa el Centro 
General de Coordinación, Comando, Control, Comunicaciones, Cómputo e Inteligencia, 
mejor conocido como Centro de Vigilancia Tamaulipas o CV5.

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S

GOBERNADOR INAUGURA

“CENTRO DE VIGILANCIA TAMAULIPAS”
EN REYNOSA

CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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El Gobernador del Estado de Tamaulipas, 
Francisco García Cabeza de Vaca, 
puso en marcha este complejo con una 

inversión de 4 mil millones de pesos y 5 mil 
metros cuadrados de construcción, acto que 
fue atestiguado por el Magistrado Horacio 
Ortiz Renán, Presidente del Supremo Tribunal 
de Justicia y del Consejo de la Judicatura 
del Estado, con la presencia además de 
autoridades de los tres niveles de gobierno, 
así como personal diplomático de los Estados 
Unidos de Norteamérica.



CRÓNICAS DE LA
JUDICATURA
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“No hay nada más sagrado después de la vida que nuestra libertad, nuestra seguridad, es ahí 
donde les pido que unamos esfuerzos, capacidades, talentos y recursos para seguir haciendo 
de Tamaulipas lo que hoy en día ya es reconocido; Gracias al trabajo en conjunto entre 
sociedad y gobierno, hoy en Día Tamaulipas está entre los 10 Estados más seguros de México”, 
afirmó el mandatario estatal en su mensaje.

Con la apertura del CV5 se complementa el trabajo que actualmente realizan los C-4 en los 
municipios de Victoria, Mante, Tampico y Nuevo Laredo. En el mediano plazo va a permitir 
vigilar colonias, carreteras, espacios públicos y sitios estratégicos más seguros con el monitoreo 
de más de 5 mil cámaras en los 25 municipios más grandes del Estado; así como fortalecer las 
carpetas de investigación, ya que las áreas de análisis contarán con mayor evidencia para 
realizar el trabajo de las fiscalías, entre otros tantos beneficios.

¡Para
profundizar…
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“Ahora tenemos un gran reto, asegurar que Tamaulipas siga por el mismo camino, por el 
mismo rumbo, con la misma dirección, nunca bajar la guardia, asegurarnos que los próximos 
gobiernos utilicen todos estos instrumentos que hoy en día tiene el Gobierno del Estado para 
seguir restableciendo la paz y el orden y estado de derecho en cada rincón de nuestro Estado, 
yo al igual que ustedes no estoy dispuesto a regresar a ese pasado, dónde se vivía con miedo, 
dónde no podíamos transitar por nuestras carreteras, dónde dejó de llegar la inversión, dónde 
se dejaron de generar empleos, ese reto lo tenemos juntos”, puntualizó el Gobernador del 
Estado.

¡Para
profundizar…

Tamaulipas cuenta con cuatro Centros de Comando, Control,
Comunicaciones y Cómputo (C4) regionales, que continuán funcionando en:

•	 Ciudad Victoria,
•	 EL Mante
•	 Tampico 
•	 Nuevo Laredo

todos ellos conectados en tiempo real al CV5.
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Crónicas de la
Judicatura

En conmemoración del 25 de noviembre “Día Internacional de la Eliminación 
de la Violencia contra la Mujer”, el Poder Judicial del Estado de Tamaulipas 
a través de la Escuela Judicial y de la Unidad de Igualdad de Género, puso 
en marcha el pasado jueves 25 de noviembre un foro de disertaciones y 
ponencias de especialistas en el tema, de carácter estatal y nacional.

Ingrese a www.pjetam.gob.mx para ver más contenido.

P O D E R  J U D I C I A L  D E L  E S T A D O  D E  T A M A U L I P A S
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DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 

CRÓNICAS DE LA
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En representación del Magistrado Horacio Ortiz Renán, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia 
y del Consejo de la Judicatura de Tamaulipas, inauguró este ciclo de conferencias el Magistrado 
Hernán de la Garza Tamez, Titular de la Quinta Sala en materias Civil – Familiar, quien se refirió 

a la importancia de no bajar la guardia y de seguir contribuyendo todas y todos en la lucha por los 
derechos de los seres humanos en general.

En sintonía con los 16 días de activismo, que a nivel mundial destacan el combate a esta problemática 
cotidiana que se manifiesta en todas las latitudes y todos los contextos, se presentó este día a través 
de la plataforma Zoom la conferencia “El derecho humano de la mujer al acceso a una vida libre de 
violencia”, a cargo de la Licenciada Eréndira Cruz Villegas Fuentes, Especialista en derechos humanos, 
Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Cultura del Gobierno de México.

Programa de Conferencias:

15

Magistrada María Lucila Mejía Acevedo

Magistrada Gloria Elena Garza Jiménez
•	 Titular de la Sexta Sala Unitaria Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de 

Tamaulipas
•	 Tema: La protección de los derechos de la mujer desde la perspectiva de los derechos 

humanos
•	 1 de diciembre de 2021 – 17:00 horas

Ministra Ana Margarita Ríos Farjat
•	 Presidenta de la Primera Sala en materias Civil y Penal de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación
•	 Tema: Tutela efectiva de los derechos de la mujer a través de las decisiones de la 

Corte
•	 6 de diciembre de 2021 – 17:00 horas

Dr. José de Jesús Guzmán Morales,
•	 Académico de la Universidad Autónoma de Tamaulipas
•	 Tema: La perspectiva de género en las decisiones judiciales
•	 8 de diciembre de 2021 – 17:00 horas

Licenciada Karina Gómez Narváez,
•	 Primera mujer fiscal en la República de Paraguay Directora General de Gabinete de 

la Procuraduría de la República de Paraguay
•	 Tema: Eliminación de la violencia contra la mujer con base en los instrumentos 

internacionales de los Derechos Humanos
•	 10 de diciembre – 17:00 horas

Cabe señalar que con fundamento en la convocatoria difundida a través de la página web 
y redes sociales de esta judicatura, se entregó constancia de participación a quienes se 
registraron en las fechas establecidas y observaron el porcentaje de asistencia establecido 
en dicho documento.

•	 Titular del Primer Tribunal Unitario del Decimonoveno Circuito del Poder Judicial de la 
Federación

•	 Tema: Impartición de justicia con perspectiva de género
•	 26 de noviembre – 17:00 horas

Licenciada Eréndira Cruz Villegas Fuentes
•	 Especialista en derechos humanos, Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría de Cultura del Gobierno de México.
•	 Tema: El derecho humano de la mujer al acceso a una vida libre de violencia
•	 25 de noviembre – 9:30 horas
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La llegada del Lic. Juan J. Hinojosa, obedece a las consecutivas anuencias que 
Matías Guerra solicitaba para separarse del cargo como presidente del Supremo 
Tribunal de Justicia. En realidad fue Joaquín Argüelles y J. Hinojosa quienes sacaron 
adelante el trabajo de la institución, pues en repetidas ocasiones se hicieron cargo 

de la presidencia del Supremo Tribunal.

Juan J. Hinojosa fue nombrado magistrado primer suplente de la 1ªSala, de la 
Suprema Corte de Justicia del Estado, el día 11 de diciembre de 1911, por licencia 
concedida al Lic. Matías Guerra y por acuerdo de la Suprema Corte de Justicia del 

Estado. 

República Mexicana.- Suprema Corte de Justicia del Estado de Tamaulipas.- 
Circular núm. 20 Por acuerdo de esta Suprema Corte y en virtud de licencia 
ilimitada concedida al C. Magistrado propietario de la Primera Sala Sr. Lic. D. 
Matías Guerra, hoy previas las formalidades legales, integró esta Suprema Corte 
y tomó posesión de dicha Sala el Sr. Lic. D. Juan J. Hinojosa, en su carácter de 
Magistrado Primer Suplente. Lo que tengo el honor de participar a Ud. Para 
su conocimiento  reiterándole las seguridades de mi distinguida consideración. 
Libertad y Constitución. C. Victoria, Diciembre 11 de 1911. El Presidente, Lic. 

Joaquín Argüelles.- El Secretario, Juan G. Calderón 

En definitiva el Lic. Juan J. Hinojosa fungió como Magistrado Primer Suplente 
desde el 11 de diciembre de 1910 hasta el 15 de septiembre de 1911. Posteriormente, 
el 15 de septiembre de 1911 integró la 4ª Sala, en virtud de la licencia concedida al 

3er propietario Lic. José de la Merced González. 

L i c .  J u a n  J .  H i n o j o s a  ( 1 9 1 0 - 1 9 1 1 ) ,
o t r o  d e  l o s  m a g i s t r a d o s  s u p l e n t e s

d e l  L i c .  M a t í a s  G u e r r a .



Programa Hecho en Tamaulipas.

El programa Hecho en Tamaulipas fortalece la competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas 
tamaulipecas a través de una metodología que permite que sus productos cumplan con los estándares 
que demanda el mercado actual. Este programa tiene como objetivo aumentar el consumo de productos 
tamaulipecos en el mercado local, regional e internacional.

Catálogo Hecho en Tamaulipas.

El Catálogo Hecho en Tamaulipas es una herramienta que permite promover de manera conjunta la oferta del 
estado, facilita el acercamiento con clientes potenciales e impulsa la proveeduría local. Este documento de 
consulta concentra información detallada de los productos hechos en Tamaulipas.

Dirección:
TORRE BICENTENARIO CENTRO GUBERNAMENTAL 
DE OFICINAS PISO 22. LIBRAMIENTO NACIONES 
UNIDAS CON,  BLVD. PRAXEDIS BALBOA.
CIUDAD VICTORIA, TAM. C.P. 87000

Teléfono:
(834) 107 8873

Sitio Web
https://www.tamaulipas.gob.mx/
soytam/

17

TAMAULIPAS 
EMPRENDE
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En el marco de los 16 días de activismo en conmemoración del Día Internacional de la 
Eliminación de la Violencia contra la Mujer, surge la necesidad de estudiar y analizar un 
precepto jurídico importante como lo es el de feminicidio.

Cuando se habla de feminicidios es fundamental comenzar por explicar ese concepto 
tan crudo, cuyo significado refiere al asesinato de una mujer por el simple hecho de 
serlo. Sin duda, el feminicidio constituye en sí la expresión máxima de la violencia de 
género.

En México, el feminicidio fue en su momento una cuestión de debate, pues existió 
una fuerte ola de opinión contraria a su existencia, toda vez que se consideraba que 
su incorporación al Código Penal Federal y a los códigos penales locales resultaba 
innecesaria, pues el homicidio calificado ya estaba contemplado en la codificación 
penal.

Por: Lic. Lizeth Elizabeth Castillo Juárez

ANÁLISIS HISTÓRICO
DEL TIPO PENAL
DE FEMINICIDIO

P E R S P E C T I VA
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Es por ello que es necesario remontarnos al caso de Ciudad Juárez (Chihuahua) lugar que 
se convirtió, durante los noventa, en un foco rojo para las políticas públicas del Estado 
mexicano, ya que las desapariciones y asesinatos de mujeres eran cada vez más frecuentes, 
al grado de ser no sólo investigados y dados a conocer por la prensa a nivel nacional, sino 
a nivel internacional.

De todos los casos de mujeres desaparecidas y asesinadas, trascendió el de noviembre de 
2001 donde fueron encontrados ocho cuerpos de niñas y mujeres de entre 14 y 21 años, en 
lo que se conoce como campo algodonero de Ciudad Juárez frente a las instalaciones de 
la Asociación de Maquiladoras, en las que trabajaban las víctimas del feminicidio, con una 
intención evidente de provocación, escarnio y amenaza para las mujeres trabajadoras de 
las empresas maquiladoras de Ciudad Juárez. Este caso fue por el cual el Estado mexicano 
fue demandado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

En 2012 se tipificó en México el feminicidio, después de una serie de iniciativas presentadas, 
ubicándose en el libro segundo, título décimo noveno, denominado “Delitos contra la vida 
y la integridad corporal”. 

El incremento en la tasa de feminicidios y los casos de violencia de género se han convertido 
en un tema de especial atención, y se hace cada vez más necesario adecuar los criterios 
de interpretación en el ámbito jurisdiccional y en diseñar políticas gubernamentales que 
permitan abatir la crisis de violencia contras las mujeres. 

La Suprema Corte, ha marcado un parteaguas en la investigación de los feminicidios con el 
caso Mariana Lima Buendía. El valor del precedente, ciertamente, es incuestionable, pues 
las razones y los argumentos que se han construido a lo largo de la sentencia constituyen, 
en sí, la piedra angular del acceso de las mujeres a una justicia ligada a la perspectiva 
de género, el deber de investigar y la obligación de actuar con debida diligencia. Por 
ello, es fundamental abordar el contexto de la vida de las mujeres para evitar una mayor 
profundización de las desigualdades de género existentes.

Con Mariana Lima Buendía, la Suprema Corte establece que la violencia contra la mujer, 
además de ser una violación de los derechos humanos, es una ofensa a la dignidad humana 
y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y 
hombres que trasciende en todos los sectores de la sociedad, independientemente de su 
clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultural o educacional, edad o religión, y afecta 
de manera negativa a las mujeres.

Recuerden que, el conocimiento brinda la oportunidad de generar el cambio. 

¡Comprométete con la noble lucha de los derechos humanos!



Sinopsis:
2003, mientras los políticos británicos y estadounidenses maniobran para invadir Iraq, la traductora del GCHQ 
(Cuartel General de Comunicaciones del Gobierno Británico) Katharine Gun (Keira Knightley) filtra un e-mail 
clasificado que urge a espiar a miembros del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para forzar 
una resolución para ir a la Guerra. Acusada de romper el Acta de Secretos Oficiales y enfrentándose a 
prisión, Katharine y sus abogados están determinados a defender sus acciones. Con su vida, su libertad y su 
matrimonio amenazados, Katharine deberá luchar por lo que cree.

Dirección: Gavin Hood
Producción: Ged Doherty
Música: Paul Hepker
Montaje: Megan G ill

Protagonistas: Ke ira Kn ightley, Matt Smith y 
Matthew Goode
País: Estados Un idos
Año: 2019
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Tesis Jurisprudencial

Primera Sala
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 28/2021 (11a.)

ACCIÓN DE CANCELACIÓN DE PENSIÓN ALIMENTICIA. SU EJERCICIO PUEDE FORMULARSE, 
INDISTINTAMENTE, EN UN PROCEDIMIENTO PRINCIPAL O EN UNO INCIDENTAL (LEGISLACIONES 
DEL ESTADO DE MÉXICO Y VERACRUZ). Hechos: En dos asuntos se solicitó la cancelación de una 
pensión alimenticia. Un Tribunal Colegiado determinó que la parte solicitante sólo podía promoverla a 
través de un juicio principal, mientras que el otro tribunal estableció que podía ejercerse indistintamente 
en la vía incidental o a través de un juicio autónomo. Criterio jurídico: En las legislaciones del Estado 
de México (vigente hasta el primero de julio de dos mil dos) y de Veracruz no existe norma alguna de 
carácter prohibitivo que impida al justiciable ejercer la acción de cancelación de pensión alimenticia 
en un procedimiento incidental, por lo que el juzgador no debe impedir el ejercicio del derecho de 
acción en la vía que el actor elija. Cuando el legislador no establece de manera expresa si el derecho 
que se pretende deducir debe ejercerse en un procedimiento incidental o en uno principal, y además 
hay similitudes procesales, se debe concluir que el actor tiene la potestad legal para elegir el tipo de 
procedimiento que desea seguir, y que, si ha elegido la vía incidental, es atendiendo a la naturaleza 
abreviada de la misma y a que guarda relación con el juicio principal. Justificación: La naturaleza del 
derecho que se pretende dilucidar es perfectamente oponible en la vía incidental, pues el derecho a 
la cancelación de la pensión alimenticia está directa y estrechamente relacionado con la problemática 
principal del juicio en que ésta se decretó, e incluso puede calificarse como accesoria de aquélla, en la 
medida que esa pretensión lo que busca es precisamente evidenciar al juzgador que las circunstancias 
que prevalecían al momento en que se impuso la obligación de proveer alimentos han cambiado 
y, por ende, la misma debe ser cancelada. Además, de acuerdo con las legislaciones de Veracruz 
y del Estado de México (vigente hasta el primero de julio de dos mil dos), se observan las mismas 

formalidades esenciales en la vía incidental y en la principal. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha tres de noviembre 
de dos mil veintiuno.

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 29/2021 (11a.)

PRINCIPIO DE PRIVILEGIO DEL FONDO SOBRE LA FORMA. LA TRAMITACIÓN DE UN JUICIO EN LA 
VÍA INCORRECTA NO ES UN MERO FORMALISMO QUE PUEDA OBVIARSE (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, CONSTITUCIONAL). Hechos: Una persona demandó en la vía 
ordinaria civil a una inmobiliaria el otorgamiento y firma de escritura de un contrato de compraventa 
de un inmueble. Al contestar, la empresa opuso la excepción de improcedencia de la vía, sustentada en 
que la relación entre las partes es mixta y, por tanto, se debió demandar en la vía ordinaria mercantil. 
La excepción fue desestimada en ambas instancias, bajo el argumento de que no le causaba perjuicio, 
dada la similitud de plazos entre ambas vías y porque la vía civil concede una mayor oportunidad 
probatoria. En el juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado consideró que no se argumentó cuál 
derecho fue trastocado con la tramitación del juicio en la vía incorrecta y que la jurisprudencia 1a./J. 
74/2005 se emitió previo a la incorporación del tercer párrafo del artículo 17 constitucional, conforme 
al cual los Jueces deben privilegiar el fondo sobre la forma. Criterio jurídico: La incorporación al Texto 
Constitucional de la obligación a cargo de las autoridades jurisdiccionales de privilegiar la solución 
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de fondo de las controversias judiciales sobre los formalismos procedimentales no es irrestricto sino 
que está condicionado a que en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, no se afecte 
con su aplicación la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos. Por tanto, si con 
la tramitación de un juicio en la vía incorrecta se transgrede el derecho a la seguridad jurídica, no se 
cumplen los requisitos constitucionales para obviar dicha violación procesal con base en ese principio. 
Justificación: La vía es un presupuesto procesal y, por ende, una condición de validez del proceso, 
que se concibe como el conjunto de formalidades adjetivas, plazos, términos y demás elementos que 
integran un procedimiento particular, estructurado y previamente establecido por el legislador en 
el cual deben seguirse los diferentes tipos de controversias que se puedan someter a la jurisdicción 
de un tribunal o autoridad que ejerce una función materialmente jurisdiccional. Su objetivo es dar 
efectividad a los derechos sustantivos de las personas y su existencia deriva de uno de los derechos 
que sustenta todo el sistema jurídico nacional: la seguridad jurídica. Sobre esas bases, la tramitación 
del juicio en la vía incorrecta no es un mero formalismo procedimental, ni siquiera el incumplimiento a 
alguna de las formalidades que deben regir el proceso natural, sino la transgresión a toda la estructura 
creada por el legislador para la sustanciación de la controversia, cuya ausencia impide tener plena 
certeza de que se respetó el derecho del demandado a la seguridad jurídica y legalidad. Por ende, no 
es constitucionalmente válido aceptar que pueda obviarse y consentir su incumplimiento, so pretexto 
de fallar de fondo la litis del juicio, ya que no se satisfacen las exigencias constitucionales para ello, 
pues uno de los requisitos que el artículo 17 constitucional establece para que los juzgadores puedan 
privilegiar la solución del fondo de la controversia, al margen de la existencia de violaciones procesales, 
es que con éstas no se haya transgredido algún otro derecho sustantivo de las partes y con el trámite 

en la vía incorrecta de un litigio se transgrede el derecho a la seguridad jurídica.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha tres de noviembre 
de dos mil veintiuno.

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 30/2021 (11a.)

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE 
CREAR Y OPERAR EL REGISTRO NACIONAL DEL DELITO DE TORTURA (RENADET) Y, COMO 
CONSECUENCIA, LA OMISIÓN DE REGISTRAR A LA VÍCTIMA EN EL MISMO, AL TENER UNA 
ESTRECHA RELACIÓN CON LA DEMANDA INICIAL CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE 
EN LA OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE INVESTIGAR DILIGENTEMENTE EL DELITO 
DE TORTURA. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a posturas 
discrepantes, al resolver un recurso de queja en el que se vieron en la necesidad de determinar si la falta 
de creación y operatividad del Registro Nacional del Delito de Tortura (RENADET) y, en consecuencia, 
la omisión de inscribir a la víctima en éste, tenía estrecha relación o no, en términos del artículo 111, 
fracción II, de la Ley de Amparo para efectos de la ampliación de la demanda de amparo indirecto, 
con la omisión del Ministerio Público de investigar con diligencia los actos de tortura denunciados, 
que fue el motivo por el cual se presentó la demanda de amparo. Criterio jurídico: La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que de conformidad con el artículo 111, 
fracción II, de la Ley de Amparo, procede la ampliación de la demanda de amparo indirecto contra la 
falta de creación y operatividad del Registro Nacional del Delito de Tortura y, como consecuencia, la 
falta de inscripción en éste de quien denunció ser víctima de ese delito, cuando la demanda inicial se 
promovió contra la omisión del fiscal de investigar diligentemente una denuncia del delito de tortura. 
Justificación: Lo anterior es así, porque los actos por los que se pretende ampliar la demanda de 
amparo inciden directamente en la omisión por parte del fiscal de investigar con diligencia ese delito, 



CRITERIOS JURISPRUDENCIALES
Y RESOLUCIONES RELEVANTES
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

24

pues el registro de la víctima y, por tanto, del hecho que denunció en el Registro Nacional de Tortura, 
constituye una de las primeras acciones que deben realizar las fiscalías correspondientes en términos 
del artículo 35 de la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, cuando reciben una denuncia de tortura. En efecto, la creación y 
operatividad del Registro Nacional de Tortura, además de ser un instrumento con fines estadísticos, 
cuyo objeto es contar con un mejor conocimiento del fenómeno de la tortura en México, también 
constituye una herramienta fundamental de investigación para las Fiscalías Especializadas en el Delito 
de Tortura, pues parte del objetivo de crear y operar tal organismo es proporcionar información 
que permita un mejor estudio de las circunstancias de los hechos denunciados, así como que dichas 
fiscalías realicen un análisis profundo de contextos y patrones sistematizados en la comisión del delito 
de tortura de acuerdo a las circunstancias, métodos, agentes involucrados y lugares, y cómo ello 
impacta en el suceso que se encuentra investigando. De ahí que los citados actos, esto es, falta de 
operatividad, creación y registro correspondiente en el RENADET tengan una estrecha relación con 
la omisión del fiscal de investigar diligentemente el delito de tortura, por lo que resulta procedente 

ampliar la demanda de amparo respecto a los mismos.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 31/2021 (11a.)

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LO TIENEN LOS INTEGRANTES DE 
LA COMUNIDAD LGBTI+ Y SUS FAMILIARES CUANDO RECLAMAN DEL CONGRESO DEL ESTADO 
DE YUCATÁN LA IMPOSICIÓN DE UNA VOTACIÓN POR CÉDULA SECRETA Y LA EJECUCIÓN DE 
DICHA VOTACIÓN POR LA QUE SE DESECHÓ UN DICTAMEN DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN 
LOCAL EN MATERIA DE MATRIMONIO Y CONCUBINATO IGUALITARIO. Hechos: El quince de julio 
de dos mil diecinueve, mediante la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta, el 
Pleno del Congreso del Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición del matrimonio y el 
concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. En desacuerdo, un conjunto de personas, 
quienes manifestaron ser residentes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ 
o familiares de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, alegando que 
la imposición y ejecución de dicha votación por cédula violaba, entre otros, el derecho a participar 
activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión 
y el acceso a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que las y 
los quejosos no acreditaron su interés legítimo. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que las personas que se autodeterminan como pertenecientes 
a la comunidad de lesbianas, homosexuales, bisexuales, personas transgeneristas, intersexuales y 
más (LGBTI+), o como familiares de personas pertenecientes a esa colectividad, cuentan con interés 
legítimo para impugnar la imposición de una votación por cédula secreta y la celebración de dicha 
votación por parte del Pleno del Congreso Local que dio lugar al desechamiento de un dictamen de 
reforma a la Constitución del Estado de Yucatán en materia de matrimonio y concubinato igualitario. 
Esto es así, ya que estas personas detentan un agravio diferenciado por virtud de su especial situación 
frente al ordenamiento jurídico. Justificación: En primer lugar, atendiendo a las circunstancias del caso 
concreto, concurre una pretensión por parte de las y los quejosos a través de la acción de amparo 
indirecto: que se declare la violación de sus derechos humanos a la participación política y a la libertad 
de expresión e información con motivo de una incorrecta imposición y votación por cédula al interior 



25

del Congreso del Estado. En segundo lugar, estos derechos de participación política y libertad de 
expresión e información se encuentran reconocidos como derechos objetivos de rango constitucional 
y se estima que el interés de las y los quejosos se encuentra garantizado por dichos derechos, en virtud 
de su especial situación en el ordenamiento jurídico; lo cual hace que dicho interés sea cualificado, 
actual, real y jurídicamente relevante. Por un lado, porque existe un vínculo suficiente entre los derechos 
humanos reclamados y la situación de las y los quejosos. El principio de publicidad parlamentaria 
guarda una conexión patente con el derecho a la participación política y la libertad de expresión e 
información. Incluso, el principio mencionado se configura como una obligación exigida por estos 
derechos, de modo que su incumplimiento puede generar una violación de los mismos. Por otro lado, 
las personas que promovieron la demanda de amparo y que gozan de tales derechos se encuentran en 
una situación particular frente a esta posible violación, dado el contexto fáctico y normativo en el que 
se desenvuelven. Esto es, un contexto en donde son víctimas de la estigmatización provocada por los 
párrafos segundo y tercero del artículo 94 de la Constitución Local (la norma que iba a ser reformada 
mediante el dictamen desechado por virtud de los actos reclamados), que prohíbe implícitamente el 
matrimonio igualitario. La conceptualización del matrimonio y el concubinato que prevé esta norma 
es análoga a la formulación que esta Primera Sala ha determinado una y otra vez como estigmatizante 
por discriminación en contra de las personas de la comunidad LGBTI+. Así, se está en un contexto en 
donde las personas que accionaron el juicio de amparo son destinatarias de un mensaje adoptado por 
el Estado de Yucatán que les afecta en su esfera jurídica de manera particular y diferenciada frente al 
resto de la sociedad. Como consecuencia de esta situación, el ejercicio de los derechos a la participación 
política, expresión e información por parte de las y los quejosos se da desde una situación especial 
dentro del orden jurídico y a partir de una afectación particularizada en su esfera jurídica. De este 
modo, su interés en la publicidad del voto de los representantes populares (cuestión implicada por sus 
derechos a la participación política y a la libertad de expresión e información) se diferencia del interés 
simple que cualquier persona podría tener en el tema. La violación que se atribuye al acto reclamado 
está conectada directamente con el trato específico que reciben o han recibido por parte del orden 
jurídico a partir de una norma estigmatizante. Por último, tomando en cuenta todo lo anterior, se hace 
evidente cómo la posible concesión del amparo sí puede generar un beneficio positivo en la esfera 
jurídica de la quejosa de carácter actual. De considerarse que la votación por cédula que desechó el 
referido Dictamen se llevó a cabo en contraposición a los derechos a la participación política, libertad 
de expresión e información, el efecto de la sentencia consistirá en reponer el procedimiento para 
que se lleve a cabo la votación cumpliendo con la publicidad que exigen interrelacionadamente los 

derechos a la participación política, libertad de expresión e información.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 32/2021 (11a.)

JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CUANDO SE IMPUGNAN CIERTOS ACTOS INTRA-
LEGISLATIVOS COMO LA IMPOSICIÓN DE UNA VOTACIÓN POR CÉDULA SECRETA Y LA 
EJECUCIÓN DE DICHA VOTACIÓN PARA DESECHAR UN DICTAMEN DE REFORMA A UNA 
CONSTITUCIÓN LOCAL, PUES NO SE ACTUALIZA LA RAZÓN DE IMPROCEDENCIA RELATIVA A LA 
INJUSTICIABILIDAD DE LOS ACTOS RECLAMADOS. Hechos: El quince de julio de dos mil diecinueve, 
mediante la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta, el Pleno del Congreso del 
Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma a la Constitución Local, 
mediante el cual se pretendía derogar la definición del matrimonio y el concubinato como la unión 
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entre una mujer y un hombre. En desacuerdo, un conjunto de personas, quienes manifestaron ser 
residentes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ o familiares de personas de 
dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, alegando que la imposición y ejecución de 
dicha votación por cédula violaba, entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección de 
los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión y el acceso a la información 
pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que la imposición de una votación por cédula secreta y 
la celebración de dicha votación por parte del Pleno de un Congreso Local, aun cuando son actos 
intralegislativos que no dieron lugar a una norma jurídica, son actos de autoridad susceptibles de ser 
revisables a través del juicio de amparo indirecto. Justificación: En primer lugar, los referidos actos 
reclamados no entran en las hipótesis de las fracciones V y VII del artículo 61 de la Ley de Amparo. Las 
causas de improcedencia ahí previstas apuntan a actos del Congreso Federal o actos de los Congresos 
Locales en materia de juicio político y declaración de procedencia, así como de la elección, suspensión 
o remoción de funcionarios. En segundo lugar, no se advierte ninguna previsión constitucional o legal 
que lleve a concluir que los actos específicamente reclamados por las y los quejosos no pueden ser 
justiciables a través del juicio de amparo, que lleve a la improcedencia en razón de la fracción XXIII 
del artículo 61 de la Ley de Amparo. Esto es así, ya que no se está ante un caso en que la revisión 
constitucional de estos actos intra-legislativos (que se dieron durante un procedimiento legislativo 
y se relacionan con una votación legislativa) ponga en entredicho nuestro modelo constitucional y 
el equilibrio entre poderes al afectar la autonomía del Poder Legislativo; situación que de ocurrir, 
según los precedentes y doctrina constitucional, haría injusticiables tales actos vía juicio de amparo. 
En suma, no se aprecia una norma de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de la 
que pueda inferirse que la forma de llevarse a cabo una votación legislativa y su ejecución sea una 
cuestión reservada en única instancia por la Constitución a una valoración por el órgano legislativo 
estatal. Los actos reclamados modificaron situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria, al 
desecharse un dictamen de reforma a la Constitución del Estado de Yucatán que buscaba derogar 
ciertas normas jurídicas en materia de matrimonio; por ello, son actos de autoridad que, aunque 
forman parte del derecho parlamentario administrativo, se encuentran específicamente reglados en 
ley y reglamento. No se trata entonces de actos que la Constitución haya conferido al legislador 
una discreción absoluta por criterios políticos o de oportunidad. Así, aceptar la justiciabilidad de 
estos actos no provoca que un conflicto se encause indebidamente a través del Poder Judicial en 
sustitución de un órgano con legitimidad democrática al que la Constitución le asigna dicha facultad. 
Además, verificar si una votación al interior del Congreso se llevó a cabo correctamente y viola o no 
derechos humanos, no rompe con la autonomía parlamentaria delimitada por la Constitución General 
ni transforma su mandato de representativo en imperativo. Por su parte, tampoco se considera que 
la justiciabilidad de este caso implique una politización de la justicia constitucional. Al aceptar que los 
actos reclamados son susceptibles de analizarse a través del juicio amparo, ni siquiera se está entrando 
a debatir una cuestión sustantiva en términos valorativos ni le está dictando una política pública al 
Poder Legislativo yucateco. Por el contrario, la publicidad parlamentaria es una precondición formal 
del debate democrático que opera en un plano procesal que trasciende cualquier consideración 
política por parte de las Legislaturas. Finalmente, la imposición de una votación y la votación por 
cédula, tal como se llevó a cabo por el Congreso del Estado de Yucatán, tuvo un efecto por sí mismo 
y ese efecto fue definitivo en el ordenamiento jurídico. Por ende, aun cuando tales actos formaron 
parte de un determinado proceso legislativo, su impugnación se debe a los efectos causados por esa 
mera votación y las y los quejosos no buscaron cuestionar el proceso legislativo a la luz de su producto 
normativo; por lo que no guarda relevancia la doctrina de trascendencia normativa. De ahí que, en el 
caso concreto, de manera interrelacionada, se logró acreditar el interés legítimo de las y los quejosos 

para impugnar los referidos actos reclamados.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 33/2021 (11a.)

INTERÉS LEGÍTIMO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. TRATÁNDOSE DE MATRIMONIO O 
CONCUBINATO IGUALITARIO, NO DEBE CONFUNDIRSE EL CONCEPTO DE INTERÉS LEGÍTIMO 
CON LOS CONCEPTOS DE INTERÉS INDIVIDUAL O COLECTIVO/DIFUSO. Hechos: El quince de julio 
de dos mil diecinueve, mediante la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta, el 
Pleno del Congreso del Estado de Yucatán desechó por mayoría de votos un dictamen de reforma 
a la Constitución Local, mediante el cual se pretendía derogar la definición del matrimonio y el 
concubinato como la unión entre una mujer y un hombre. En desacuerdo, un conjunto de personas, 
quienes manifestaron ser residentes en el Estado de Yucatán e integrantes de la comunidad LGBTI+ 
o familiares de personas de dicha comunidad, promovieron juicio de amparo indirecto, alegando que 
la imposición y ejecución de dicha votación por cédula violaba, entre otros, el derecho a participar 
activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con la libertad de expresión 
y el acceso a la información pública. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al considerar que la parte 
quejosa no acreditó su interés legítimo. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que al momento de analizar la afectación de un acto reclamado, no 
deben confundirse los conceptos de interés individual o colectivo/difuso con el interés legítimo para 
efectos de la procedencia del juicio de amparo indirecto. Justificación: El interés legítimo se vincula 
con la exigencia de alegar una violación a un derecho constitucional y resentir una afectación en la 
esfera jurídica, por la especial situación que la parte quejosa ocupa frente al ordenamiento jurídico; 
lo cual permite a las personas combatir actos que estiman lesivos de sus derechos humanos, sin la 
necesidad de ser titulares de un derecho subjetivo –noción asociada clásicamente al interés jurídico–. 
Así, el interés legítimo radica en un agravio diferenciado que sufre una persona por virtud de su 
especial situación que tiene en el orden jurídico. Se trata, pues, de un interés personal –de carácter 
individual o colectivo– que es cualificado, actual, real y jurídicamente relevante. Interés que debe 
estar garantizado por un derecho objetivo y que implica una afectación en cierta esfera jurídica de 
la persona (entendida en sentido amplio) apreciada bajo un parámetro de razonabilidad y no sólo 
como una simple posibilidad; por lo que la concesión del amparo se traducirá en un beneficio positivo 
en la esfera jurídica de la parte quejosa actual o futuro pero cierto. Sin que puedan confundirse los 
conceptos de interés individual o colectivo/difuso con el interés legítimo. Un aspecto es el concepto de 
interés atendiendo al número de personas que se ven afectadas (interés individual o colectivo/difuso) 
y otro muy distinto el concepto de interés atendiendo al nivel de afectación o intensidad de relación 
con la esfera jurídica de que se trate (interés simple, legítimo o jurídico). El interés legítimo no es 
sinónimo ni puede equipararse al interés colectivo/difuso. Hay interés legítimo de carácter individual; 
aunque, para efectos de algunos juicios de amparo y de acuerdo al alcance de los derechos humanos 
involucrados, es también común que el interés legítimo de una persona responda a un interés colectivo 
o difuso. En ese sentido, tratándose del caso que nos ocupa, ante la estigmatización que causa una 
norma que prohíbe el matrimonio y el concubinato igualitario, lo relevante es la autodeterminación y 
basta la afirmación bajo protesta de decir verdad de las personas físicas que interpusieron la acción de 
amparo para que se tenga por satisfecha. A partir de esto, es que se desprende un interés personal 
de los quejosos para impugnar los actos del Congreso del Estado de Yucatán, en el que comulga un 
interés tanto individual como colectivo: a saber, el interés legítimo que se acredita en este caso por las 

y los quejosos se da en razón de un interés individual y un interés colectivo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 34/2021 (11a.)

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL CUMPLIMIENTO DE LAS ACCIONES URGENTES 
DICTADAS POR EL COMITÉ CONTRA LA DESAPARICIÓN FORZADA DE LAS NACIONES UNIDAS 
PUEDE Y DEBE SER SUPERVISADO JUDICIAL Y CONSTITUCIONALMENTE. Hechos: En la ciudad 
de Veracruz se realizaron operativos en los que desapareció un grupo de personas, entre ellas, un 
adolescente de 16 años quien se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de policías 
y civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en una camioneta. Desde ese 
momento se desconoce su paradero. Cuando su madre supo de esos hechos, acudió a diversas 
unidades para obtener información sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio 
Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito de privación de la libertad 
física, que se acumuló al resto de averiguaciones iniciadas por hechos similares. Los familiares de las 
personas desaparecidas, por la falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, 
presentaron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones Unidas para 
solicitar medidas cautelares y acciones urgentes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención 
Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, emitió 
acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar una serie de actuaciones tendientes 
a lograr la localización de las personas desaparecidas. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que la implementación y cumplimiento de las acciones 
urgentes emitidas por el Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones Unidas por parte de 
las autoridades encargadas de la búsqueda de personas desaparecidas, es susceptible de supervisión 
jurisdiccional y constitucional. Justificación: Es imprescindible supervisar judicial y constitucionalmente 
que la búsqueda de personas y la investigación sobre los hechos violatorios y sobre la identidad de los 
responsables no sólo se complementen, sino que se coordinen eficientemente y con la utilización de 
todos los medios institucionales disponibles, incluidos los provenientes del derecho internacional. Al 
verificar las acciones u omisiones de las autoridades obligadas a acatar las acciones urgentes emitidas 
por el Comité contra las Desapariciones Forzadas, se reconoce a la Convención Internacional para 
la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas como fuente de derechos 
constitucionales. Derechos cuyo contenido y alcance serían, en todo caso, delineados –en uso de sus 
competencias– por el intérprete autorizado del tratado quien, a partir de esa definición, identifica 
obligaciones específicas para las autoridades mexicanas en un caso específico y frente a una persona 
específica, quien tiene la expectativa legítima de que esas determinaciones se cumplan y monitoreen 
en el ámbito interno. Ahora bien, las acciones urgentes no suponen una solución de fondo, sino órdenes 
preventivas de ejecución inmediata. Están dirigidas a proteger la esfera jurídica de una persona frente 
a una violación de derechos humanos que puede generar los peores efectos si no se interviene con 
prontitud, de manera que suponen el acceso a una protección reforzada. Negar obligatoriedad a 
las acciones urgentes e impedir que su cumplimiento sea revisado judicial y constitucionalmente es 
la interpretación más restrictiva de un mecanismo incluido en un tratado internacional, encaminado 
justamente a garantizar su finalidad esencial: la búsqueda urgente –esto es, sin dilaciones inadmisibles– 

de las personas desaparecidas, lo que obstruye el acceso a un recurso efectivo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 35/2021 (11a.)

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. EL DERECHO A NO SER VÍCTIMA DE DESAPARICIÓN 
FORZADA COMPRENDE EL DERECHO A LA BÚSQUEDA COMO PARTE DE SU NÚCLEO ESENCIAL. 
Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desapareció un grupo de 
personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien se encontraba en su lugar de trabajo cuando 
llegó un grupo de policías y civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en 
una camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. Cuando su madre supo de esos 
hechos, acudió a diversas unidades para obtener información sobre su hijo. Por la falta de noticias, 
denunció, ante el Ministerio Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito 
de privación de la libertad física, que se acumuló al resto de averiguaciones iniciadas por hechos 
similares. Los familiares de las personas desaparecidas, por la falta de resultados en la indagatoria a 
cargo del Ministerio Público, presentaron una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada 
de las Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares y acciones urgentes. Este órgano, conforme 
al artículo 30 de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, emitió acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar 
una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización de las personas desaparecidas. Criterio 
jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que existe un derecho 
a la búsqueda; esto es, el derecho de toda persona desaparecida y de sus personas queridas a que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias, con todos los recursos y medios 
institucionales disponibles y en completa coordinación, ejecuten sin dilación –incluso de oficio– de 
forma imparcial, dignificante, diligente, exhaustiva, continua, sin estigmatizaciones, con un enfoque 
diferencial y permitiendo la participación sin reservas de las víctimas, todas las acciones necesarias 
para determinar la suerte o paradero de la persona reportada como desaparecida, bajo la presunción 
de que está viva, salvo que exista evidencia en contrario; en ese caso, el derecho a la búsqueda incluye 
la obligación por parte del Estado de desarrollar e implementar todos los mecanismos e instrumentos 
requeridos para encontrar, identificar y preservar los restos de las víctimas en condiciones de dignidad 
mientras son entregadas a sus personas queridas. Justificación: La búsqueda y sus resultados integran 
el núcleo esencial del derecho a no padecer desaparición forzada y dan contenido y sustancia a los 
deberes de prevenir, investigar y reparar las violaciones de derechos humanos y sus correlativos derechos 
a la verdad, la justicia y la reparación. Esto significa que, en el ámbito de la búsqueda de personas 
desaparecidas, las autoridades deben determinar, con certidumbre reparatoria y dignificante, la suerte 
o paradero de las personas desaparecidas para abatir la angustia y zozobra de sus personas cercanas 
como estándar de cumplimiento de esos deberes y como estándar de satisfacción de los derechos 
a la verdad y la justicia. Así, la investigación debe emprenderse de forma imparcial, dignificante, 
diligente, exhaustiva, continua, sin estigmatizaciones, con un enfoque diferencial y permitiendo la 
participación sin reservas de las víctimas. Este enfoque diferencial implica introducir una perspectiva 
de diversidad en los procesos de búsqueda de las personas y en la atención y consideración de las 
personas que les buscan. La perspectiva de diversidad es el paradigma según el cual se analizan las 
causas, consecuencias e impactos diferenciados de la desaparición de personas debido al género, 
la pertenencia étnica, la condición de discapacidad, la edad, entre otros factores de exclusión que 
determinan la forma y patrones de la desaparición, así como la manera en que las víctimas indirectas 
lidian con esta violación. Finalmente, debe aclararse que la búsqueda no cesa sino hasta que exista 

certeza de la suerte o paradero de la persona desaparecida.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 36/2021 (11a.)

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA BÚSQUEDA INMEDIATA, ACUCIOSA Y DILIGENTE 
DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS ES UNA OBLIGACIÓN INELUDIBLE A CARGO DEL ESTADO 
QUE DEBE EMPRENDERSE SIN OBSTÁCULOS INJUSTIFICADOS Y CON TODA LA FUERZA 
INSTITUCIONAL DISPONIBLE, COMO CONSECUENCIA DEL DERECHO DE LAS PERSONAS 
DESAPARECIDAS A SER BUSCADAS. Hechos: En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los 
que desapareció un grupo de personas, entre ellas, un adolescente de 16 años quien se encontraba 
en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de policías y civiles, informaron a su empleador de 
su detención y se lo llevaron en una camioneta. Desde ese momento se desconoce su paradero. 
Cuando su madre supo de esos hechos, acudió a diversas unidades para obtener información sobre 
su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio Público, su desaparición. Se inició la 
averiguación previa por el delito de privación de la libertad física, que se acumuló al resto de las 
averiguaciones iniciadas por hechos similares. Los familiares de las personas desaparecidas, por la 
falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, presentaron una comunicación 
al Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones Unidas para solicitar medidas cautelares 
y acciones urgentes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, emitió acciones urgentes en las 
que requirió al Estado Mexicano realizar una serie de actuaciones tendientes a lograr la localización 
de las personas desaparecidas. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación sostiene que la desaparición forzada de personas es una violación grave de derechos 
humanos, cuyo parámetro de regularidad constitucional contiene no sólo la obligación de castigar 
a los responsables y asignarles las consecuencias jurídicas proporcionales con la magnitud de su 
violación, sino también la impostergable obligación de búsqueda de las personas desaparecidas con 
toda la fuerza institucional disponible y con toda la coordinación institucional necesaria para lograr su 
localización con vida. Justificación: Dado el carácter de violación grave de derechos humanos de la 
desaparición forzada, es importante empeñarse en identificar a los agentes perpetradores y castigarles 
proporcionalmente, en la medida de su responsabilidad; pero es más importante aún utilizar todos 
los esfuerzos institucionales disponibles para el hallazgo con vida de la persona reportada como 
desaparecida, lo cual configura la obligación general de garantía y los deberes específicos de prevenir 
y reparar las violaciones de derechos humanos. Se ha señalado que la desaparición forzada tiene una 
naturaleza compleja y pluriofensiva a partir del impacto indiscutible que tiene en multiplicidad de 
derechos, como el derecho a la personalidad jurídica, a la integridad personal, a la libertad personal y 
a la vida. Es innegable, entonces, que la desaparición no sólo interrumpe y afecta la plena realización 
de un proyecto de vida de las víctimas directas e indirectas, sino que coloca la vida e integridad de 
la persona desaparecida en riesgo permanente, pues no existe para ella ninguna protección jurídica. 
De ahí que la búsqueda inmediata, acuciosa y diligente de la persona desaparecida constituya uno 
de los deberes específicos contenidos en el artículo 1o. constitucional: investigar exhaustivamente las 
violaciones de derechos humanos. Estos deberes comprometen al Estado a una búsqueda diligente, 
exhaustiva y continua, a una investigación imparcial y efectiva sobre la suerte o paradero de la persona 
desaparecida, así como sobre la identidad de quienes perpetraron la violación y garantizar que éstos 
enfrenten las consecuencias jurídicas que corresponden a sus hechos delictivos; sobre todo ante el 

mínimo indicio de la participación de agentes estatales o grupos que actúan con su aquiescencia.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 37/2021 (11a.)

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LAS ACCIONES URGENTES EMITIDAS POR EL COMITÉ 
CONTRA LA DESAPARICIÓN FORZADA DE LAS NACIONES UNIDAS SON OBLIGATORIAS PARA LAS 
AUTORIDADES ENCARGADAS DE LA BÚSQUEDA DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS. Hechos: 
En la ciudad de Veracruz se realizaron operativos en los que desapareció un grupo de personas, entre 
ellas, un adolescente de 16 años quien se encontraba en su lugar de trabajo cuando llegó un grupo de 
policías y civiles, informaron a su empleador de su detención y se lo llevaron en una camioneta. Desde 
ese momento se desconoce su paradero. Cuando su madre supo de esos hechos, acudió a diversas 
unidades para obtener información sobre su hijo. Por la falta de noticias, denunció, ante el Ministerio 
Público, su desaparición. Se inició la averiguación previa por el delito de privación de la libertad 
física, que se acumuló al resto de averiguaciones iniciadas por hechos similares. Los familiares de las 
desaparecidas, por la falta de resultados en la indagatoria a cargo del Ministerio Público, presentaron 
una comunicación al Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones Unidas para solicitar 
medidas cautelares y acciones urgentes. Este órgano, conforme al artículo 30 de la Convención 
Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, emitió 
acciones urgentes en las que requirió al Estado Mexicano realizar una serie de actuaciones tendientes 
a lograr la localización de las personas desaparecidas. Criterio jurídico: La Primera Sala decidió que, 
para respetar plenamente los derechos de las personas desaparecidas a ser buscadas y de acceso a la 
justicia, las acciones urgentes emitidas por el Comité contra la Desaparición Forzada de las Naciones 
Unidas son obligatorias para las autoridades del Estado Mexicano, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, al constituir lineamientos precisos de búsqueda e investigación y ser consecuencia del 
efecto útil que debe darse a las disposiciones de los tratados y de la aplicación del principio pro persona 
en su interpretación. Justificación: El mayor efecto útil que debe darse a una norma internacional de 
derechos humanos es permitirle que exprese con toda potencia el respeto, protección y garantía de 
los derechos humanos, tanto a nivel interno como internacional. Así, existe una clara correlación entre 
el principio de efecto útil y el principio pro persona, como principios interpretativos del contenido 
de los tratados y sus consecuencias normativas. De esta manera, el derecho a la búsqueda de las 
personas desaparecidas exige a los Estados recurrir a todas las herramientas jurídicas nacionales 
e internacionales útiles para establecer la suerte o paradero de la persona. En este sentido, cabe 
destacar que el espíritu de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas es prevenir, investigar, sancionar y reparar la desaparición forzada, 
así como dotar a las personas de la protección más amplia ante su ocurrencia y efectos. Además, 
su preámbulo implica que los Estados firmantes reconocen su compromiso con las finalidades del 
tratado aceptado incondicionalmente por el Estado Mexicano, quien no interpuso reserva alguna. Esa 
convención contiene la instauración de un mecanismo de monitoreo y supervisión de cumplimiento de 
las disposiciones del tratado: el Comité contra la Desaparición Forzada. De su régimen de facultades, 
se advierte que –entre las no sujetas a confirmación posterior por parte de los Estados– cuenta con 
competencias interpretativas para recibir informes, emitir recomendaciones generales u observaciones 
finales, y dictar y supervisar acciones urgentes. El ejercicio de estas facultades debe entenderse como 
parte de las disposiciones que el Estado acepta al firmar, ratificar e incorporar la convención a su 
régimen jurídico interno, pues integran el contenido normativo y sustantivo del tratado. En efecto, 
las acciones urgentes son procedimientos mediante los cuales el Comité ordena al Estado tomar las 
medidas necesarias para el pronto hallazgo de una persona desaparecida, lo que es consecuencia 
esencial del objeto y fin del tratado. De esta manera, están diseñadas y dirigidas para ser operadas y 
cumplidas especialmente por los órganos encargados de la búsqueda de las personas desaparecidas. 
Suponer que no establecen obligaciones para dichos órganos es restar efecto útil a la Convención 
Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, disminuir 
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injustificadamente la esfera de protección de las personas y contradecir las determinaciones del 
gobierno mexicano, quien adoptó, ratificó e incorporó el contenido del tratado a su régimen jurídico.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 38/2021 (11a.)

DERECHO A DEFENDER LA DEMOCRACIA. CONSTITUYE UNA CONCRETIZACIÓN DEL DERECHO A 
PARTICIPAR EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS DEL ESTADO Y COMPRENDE EL EJERCICIO CONJUNTO 
DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE LOS DERECHOS POLÍTICO ELECTORALES. 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo indirecto en contra 
de la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta sobre un dictamen de reforma 
constitucional local, atribuible a diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad 
federativa, al considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a la libertad de expresión y el de 
acceso a la información pública. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que el derecho a defender la democracia constituye una específica concretización 
del derecho a participar en los asuntos públicos del Estado, y comprende el ejercicio conjunto del 
derecho a la libertad de expresión y de los derechos político electorales. En ese tenor, el Estado se 
encuentra obligado a garantizarlo mediante normativas y prácticas adecuadas que posibiliten a los 
ciudadanos su acceso real y efectivo a los diferentes espacios deliberativos en términos igualitarios, 
así como a adoptar medidas para garantizar su ejercicio en atención a la situación de vulnerabilidad 
en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales. Justificación: Lo anterior 
toda vez que, particularmente en situaciones de ruptura institucional, la relación entre la libertad de 
expresión y los derechos político electorales resulta aún más manifiesta, pues se ejercen de manera 
conjunta con la finalidad de protestar contra la actuación de los poderes estatales contraria al orden 

constitucional, y para reclamar el retorno de la democracia.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 39/2021 (11a.)

DECISIONES COLECTIVAS. EL ESTADO SE ENCUENTRA OBLIGADO A GARANTIZAR LAS 
REGLAS PROCEDIMENTALES PARA SU FORMACIÓN. Hechos: Diversas personas, físicas y morales, 
promovieron juicio de amparo indirecto en contra de la imposición de un mecanismo de votación por 
cédula secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, atribuible a diversas autoridades 
adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al considerarlo violatorio de, entre otros, el 
derecho a participar activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con 
la libertad de expresión y el acceso a la información pública. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el régimen democrático mexicano debe 
garantizarse una serie de reglas procedimentales para la formación de decisiones colectivas, dentro 
de las que se encuentra la obligación del Estado de garantizar que: 1) todos los ciudadanos participen 
en la toma de decisiones sin ningún tipo de discriminación; 2) su opinión pública se forme libremente; 
y, 3) tengan la posibilidad de elegir entre diversos programas políticos que reflejen con amplitud 
necesaria la diversidad y la pluralidad sociales. Y, en consecuencia, la obligación de implementar 
medidas para lograr su efectividad. Justificación: El Estado Mexicano tiene obligaciones específicas 
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que surgen de su obligación general de adoptar todas las medidas, de cualquier naturaleza (ejecutivas, 
legislativas o judiciales), que sean necesarias para garantizar que los ciudadanos tengan la posibilidad 
de ejercer su derecho a participar directamente en los asuntos públicos del país, no sólo por conducto 
de sus representantes, sino mediante la asistencia de asambleas facultadas para adoptar decisiones 
sobre cuestiones que atañen a determinada comunidad, esto por conducto de los órganos que fueron 

creados para representarlos.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno.

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 40/2021 (11a.)

DERECHO A DEFENDER LA DEMOCRACIA. PARA HACERLO EFECTIVO EL ESTADO SE ENCUENTRA 
OBLIGADO A ACTUAR BAJO UN RÉGIMEN DE TRANSPARENCIA EN EL EJERCICIO DE SUS 
ATRIBUCIONES. Hechos: Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo indirecto 
en contra de la imposición de un mecanismo de votación por cédula secreta sobre un dictamen de 
reforma constitucional local, atribuible a diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una 
entidad federativa, al considerarlo violatorio de, entre otros, el derecho a la libertad de expresión, el 
acceso a la información pública y la transparencia parlamentaria. Criterio jurídico: La Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando la gestión del Estado, por virtud de 
cualesquiera de sus autoridades competentes para ejercer cada una de sus atribuciones, tiene por 
objeto la promoción, el respeto, la protección y la defensa de los derechos humanos, es menester 
que dichas actuaciones sean de tal forma transparentes y, por tanto, asequibles a la ciudadanía, que 
ésta pueda hacer efectivos sus derechos a: 1) expresar y publicar libremente ideas y hechos, con el 
ánimo de consolidarse como ciudadanos activos, críticos, comprometidos con los asuntos públicos, 
atentos al comportamiento y a las decisiones de los gobernantes, capaces de cumplir la función que 
les corresponde en un régimen democrático, esto es, tomar decisiones políticas y sociales informadas; 
2) como consecuencia de ello, ejercer sus derechos político electorales, todos ellos reconocidos en los 
artículos 35 de la Constitución General, y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 
participar en los asuntos públicos del país; asociarse pacífica y libremente con fines políticos; votar 
y ser votado; tener acceso a las funciones públicas del Estado, etcétera; 3) en ese tenor, influir en la 
formación de la política estatal a través de mecanismos de participación ciudadana directa; y, 4) en 
términos generales, hacer efectivo su derecho a defender la democracia constitucional. Justificación: 
Lo anterior, en virtud de la relación estrecha que existe entre la libertad de expresión, el acceso a 
la información pública, y su trascendencia en el ejercicio del derecho de la ciudadanía a participar 
directamente de los asuntos públicos del Estado democrático; debiéndose subrayar que su estándar 
de protección, interpretados sistemáticamente, merecen la garantía reforzada del Estado cuando 
lo que es objeto de gestión pública y, por tanto, del debate social, es la definición del estándar 
de promoción, protección, garantía y defensa de derechos humanos. Afirmación que encuentra su 

fundamento en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 41/2021 (11a.)

DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA VOTACIÓN POR CÉDULAS SECRETAS, 
CUYO OBJETO VERSA SOBRE EL ESTÁNDAR DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS, 
VIOLA LOS DERECHOS A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y DE 
PARTICIPACIÓN ACTIVA EN LA DIRECCIÓN DE LOS ASUNTOS PÚBLICOS DEL ESTADO. Hechos: 
Diversas personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo indirecto en contra de la imposición 
de un mecanismo de votación por cédula secreta sobre un dictamen de reforma constitucional local, 
cuyo objetivo consiste en garantizar el matrimonio igualitario en una entidad federativa, atribuible a 
diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo local, al considerarlo violatorio de, entre otros, el 
derecho a participar activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, en relación con 
la libertad de expresión y el acceso a la información pública. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el Poder Legislativo se encuentra obligado 
a actuar bajo un régimen de transparencia en el ejercicio de sus facultades constitucionales. Así, el 
sentido de la votación emitida sobre un dictamen de reforma, legal y/o constitucional local, cuyo 
objetivo sea el reconocimiento del alcance de un derecho humano dentro de una entidad federativa, 
constituye información pública de la que son titulares los ciudadanos, toda vez que se trata de 
información dotada de carga política y deliberativa, y que es necesaria para la formación razonada 
de una opinión pública. En ese orden de ideas, la imposición de una votación por cédulas secretas, 
en el contexto de polarización que puede generar el tema de fondo de un dictamen de reforma 
constitucional, es violatoria de los derechos a la libertad de expresión, de acceso a la información 
y de participación activa en la dirección de los asuntos públicos del Estado. Justificación: Existen 
tres clases de votaciones: la económica, la nominal y la realizada por cédula. Las primeras dos –
económica y nominal– son formas de votación pública en la medida en que las y los representantes 
populares hacen explícito el sentido de su voto frente a la ciudadanía; en la clase ulterior –por medio 
de cédula–, no se conoce el sentido del voto de cada legislador, toda vez que se realiza depositando 
las respectivas cédulas en una ánfora; esta última forma de votación está pensada para la elección de 
cargos y nombramientos, no para iniciativas de leyes o reformas constitucionales, ya que se inhibiría 
la participación efectiva de la ciudadanía en los asuntos de interés público del Estado, así como su 

capacidad para consolidarse como una oposición democrática.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 42/2021 (11a.)

CONTROL DEMOCRÁTICO POR PARTE DE LA CIUDADANÍA. SE GARANTIZA MEDIANTE EL 
EJERCICIO DE LA COMPETENCIA LEGISLATIVA DEL CONGRESO DE UNA ENTIDAD FEDERATIVA 
BAJO LOS PRINCIPIOS DE TRANSPARENCIA Y DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. Hechos: Diversas 
personas, físicas y morales, promovieron juicio de amparo indirecto en contra de la imposición de un 
mecanismo de votación por cédula secreta sobre un dictamen de reforma constitucional, atribuible a 
diversas autoridades adscritas al Poder Legislativo de una entidad federativa, al considerarlo violatorio 
de, entre otros, el derecho a participar activamente en la dirección de los asuntos públicos del Estado, 
en relación con la libertad de expresión y el acceso a la información. Criterio jurídico: La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el ejercicio de la competencia legislativa 
del Congreso de una entidad federativa constituye una tarea de gobierno que debe configurarse 
bajo los principios de transparencia y acceso a la información, de tal manera que los gobernantes 
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rindan cuentas sobre su gestión. Es con ello que se garantiza el control democrático por parte de la 
ciudadanía y se alienta su participación informada en los asuntos públicos, pues se crea un ambiente 
propicio para el diálogo y la colaboración en la toma de decisiones para definir políticas públicas. 
Justificación: Cuando la actividad parlamentaria se realiza sin transparencia, el Poder Legislativo deja 
de cumplir con su obligación de “representar”, pues pierde la necesaria conexión que debe existir 
entre el Estado y la sociedad. Ello, pues la información que el parlamento envía a la sociedad no es 
inocua y/o neutral, y no se trata de una simple exposición, al contrario, es información con carga política 
y valorativa que persigue la formación de una opinión pública en favor o en contra de determinadas 

posiciones y coadyuva en el ejercicio de otros derechos.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 43/2021 (11a.)

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL PLAZO DE QUINCE DÍAS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, SE ENCONTRABA SUSPENDIDO DURANTE 
LA VIGENCIA DE LOS ACUERDOS GENERALES 8/2020 Y 13/2020 DEL PLENO DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA FEDERAL. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron 
a posturas contrarias al resolver sobre la oportunidad de la presentación de la demanda de amparo 
promovida contra el auto de vinculación a proceso emitido cuando los plazos y términos en el Poder 
Judicial de la Federación estaban suspendidos por la pandemia originada por el virus SARS-CoV2, 
generador de la enfermedad COVID-19, conforme a los Acuerdos Generales del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal. Así, para un Tribunal Colegiado la vinculación a proceso debía entenderse 
como caso urgente exclusivamente para el proceso penal y no para el juicio de amparo, de ahí que 
el plazo para la presentación de la demanda se encontraba suspendido para reclamar ese tipo de 
actos; en tanto que el diverso órgano jurisdiccional estimó que el plazo para promover la demanda de 
amparo en contra del auto de vinculación a proceso no estaba suspendido al estar catalogado como 
de urgente resolución. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el plazo de quince días previsto en el artículo 17 de la Ley de Amparo para presentar 
la demanda de amparo indirecto en contra de la vinculación a proceso, se encontraba suspendido 
durante la vigencia de los Acuerdos Generales 8/2020 y 13/2020 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal. Justificación: Las disposiciones contenidas en los referidos Acuerdos Generales del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal establecen el esquema de trabajo de los órganos jurisdiccionales 
para prestar el servicio público de impartición de justicia como una actividad esencial, procurando la 
atención de casos urgentes bajo el estricto distanciamiento social y trabajo a distancia con motivo 
de la pandemia por el virus SARS-CoV2, generador de la enfermedad COVID-19. Por tal razón, para 
dotar de seguridad jurídica tanto a los operadores jurídicos como a las personas justiciables, se emitió 
un catálogo enunciativo y no limitativo de los asuntos considerados como urgentes, respecto de los 
cuales se daría inmediato trámite a las solicitudes, demandas, incidentes y recursos, por lo que en este 
tipo de asuntos no se suspenderían los plazos y términos. Ahora bien, en el caso de la materia penal, 
en los acuerdos generales aludidos se hizo una distinción de asuntos urgentes entre la competencia de 
los Jueces de Distrito en materia de amparo penal, y los Jueces penales tanto del sistema tradicional 
como del acusatorio, de conformidad con los artículos 4, fracciones II y IV, y 24, de los que se advierte 
que la vinculación a proceso como caso urgente está referida exclusivamente al proceso penal ante 
el Juez de Control en términos del inciso f) de la fracción II del referido artículo 4, sin que dicho acto 
haya sido calificado como urgente para los Jueces de Distrito con competencia en materia de amparo 
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penal. No es obstáculo a lo anterior, la previsión que realizó el Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal en el sentido de que la clasificación de casos urgentes no era limitativa sino enunciativa, ya 
que como el objeto de los referidos acuerdos generales es dotar de seguridad jurídica al justiciable, 
no sería dable que los operadores jurídicos asignaran el carácter de urgente a determinados asuntos 
en detrimento del derecho de acceso a la justicia de los quejosos en el juicio de amparo, pues se les 
dejaría en estado de indefensión, tal como acontece con la vinculación a proceso para la promoción 
del juicio constitucional ante los Jueces de Distrito, pues bajo la normativa de los acuerdos de mérito 
los justiciables estaban en el entendido de que los plazos quedaron suspendidos para instar el juicio 
de amparo en contra de ese acto, al no estar catalogado como urgente de forma expresa por el Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diez de noviembre 
de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 44/2021 (11a.)

COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
EL QUE ES SEÑALADO COMO AUTORIDAD RESPONSABLE UN JUEZ DE DISTRITO. CONFORME 
A LA REGLA ESPECIAL DEL ARTÍCULO 38 DE LA LEY DE AMPARO, SE SURTE A FAVOR DE OTRO 
JUEZ DEL MISMO DISTRITO Y ESPECIALIZACIÓN QUE EL SEÑALADO COMO RESPONSABLE Y, 
SI NO LO HUBIERA, DEL MÁS CERCANO DENTRO DE LA JURISDICCIÓN DEL CIRCUITO AL QUE 
PERTENEZCA. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios 
distintos al determinar cuál Juez de Distrito es legalmente competente, por razón de territorio, para 
conocer del juicio de amparo indirecto promovido contra actos atribuidos a un Juez de Distrito, ya 
que para resolver, uno de ellos aplicó la regla general de competencia prevista en el último párrafo 
del artículo 37 de la Ley de Amparo, para establecer que en este caso, la competencia se surte a favor 
del Juez de Distrito del lugar donde puede materializarse el acto reclamado; mientras que para el otro 
era aplicable la regla especial prevista en el artículo 38 de dicho ordenamiento, para establecer que la 
competencia se surte a favor de otro Juez del mismo distrito y, en su caso, de la misma especialización. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, para 
efectos de fincar competencia territorial a los Jueces de Distrito cuando se reclamen en un juicio de 
amparo indirecto actos atribuidos a otro Juez de Distrito, debe aplicarse la regla especial contenida 
en el artículo 38 de la Ley de Amparo, porque dicha regla sólo será aplicable cuando en el juicio de 
amparo indirecto la autoridad responsable sea un Juez de Distrito. Justificación: Ello es así, porque 
del contenido del mencionado precepto se aprecia que el legislador dispuso un criterio de excepción 
a las reglas generales de competencia establecidas en el artículo 37 del mismo ordenamiento legal, la 
cual atiende a la autoridad responsable que emite el acto reclamado en el juicio de amparo indirecto 
–Juez de Distrito–. Mientras que las reglas generales previstas en el artículo 37 de la Ley de Amparo, 
definen la competencia de los Jueces de Distrito para conocer de un juicio de amparo en atención a la 
ejecución del acto reclamado. Por tanto, si en un juicio de amparo indirecto la autoridad responsable 
lo es un Juez de Distrito a quien se le atribuye el acto reclamado, la regla aplicable será la prevista 
en el artículo 38 de la Ley de Amparo y, por ende, en este caso, la competencia recaerá en otro Juez 
del mismo distrito y especialización y, si no lo hubiera, en el más cercano dentro de la jurisdicción del 
circuito al que pertenezca. Dicha regla de excepción será aplicable, con independencia de si el acto 
reclamado en el juicio de amparo tiene ejecución material o no la tiene, ya que esa circunstancia no es 
determinante para establecer la competencia del Juez de Distrito, toda vez que no fue considerada 

por el legislador como parámetro para delimitar la competencia.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 45/2021 (11a.)

DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. EL DEBER DE VIGILAR DETERMINADAS FUENTES DE 
PELIGRO NO DERIVA DE UNA SIMPLE RELACIÓN JERÁRQUICA O DEL LUGAR QUE EL IMPUTADO 
OCUPE EN UN ORGANIGRAMA O ESCALAFÓN, SINO DE SU POSICIÓN DE GARANTE, DERIVADA 
DE LA LEY, DE UN CONTRATO O DE SU PROPIO ACTUAR PRECEDENTE. Hechos: Con motivo de un 
incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al esquema vecinal comunitario 
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve menores de 
edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su mayoría niñas y niños. 
En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos eran penalmente atribuibles a 
quienes no los evitaron, lo cual, en lenguaje técnico jurídico, se conoce como “comisión por omisión”. 
Al respecto, el quejoso adujo haber sido condenado simplemente por haber formado parte de la 
estructura orgánica de la mencionada persona moral, sin que fuera su representante legal o tuviera 
entre sus funciones, como secretario del Consejo de Administración, la de verificar el cumplimiento de 
las medidas de seguridad exigidas. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que la atribución normativa de esos resultados típicos resulta válida cuando 
durante el proceso penal se acredita que, con independencia del nombramiento que el justiciable 
hubiera tenido, fue quien llevó a cabo las gestiones necesarias para que la persona moral obtuviera 
la autorización para brindar el referido servicio. Esto pone en evidencia tanto su conocimiento de los 
requisitos exigidos para la obtención de esa autorización, como el de las condiciones del inmueble 
propuesto para atender a los menores. Dicho actuar precedente lo colocó en posición de garante y, por 
consecuencia, adquirió la obligación de verificar que las citadas instalaciones cumplieran los estándares 
de seguridad exigidos. De ahí que no se vulnerara en su perjuicio el principio de culpabilidad, pues 
la decisión adoptada se sustentó en la propia conducta negligente del inconforme. Justificación: En 
la comisión por omisión el reproche penal no deriva de la realización de una acción que ponga en 
marcha una cadena causal dirigida a la producción de los resultados materiales prohibidos por la ley, 
sino en la inobservancia de un deber específico de actuar, tendente a impedir esas consecuencias. 
Dicho deber únicamente lo tienen quienes conforme al orden jurídico son garantes de los bienes 
jurídicos tutelados. De acuerdo con lo previsto en el párrafo segundo del artículo 7o. del Código 
Penal Federal, esa función de protección puede derivar de la ley, de un contrato o del propio actuar 
precedente. En ese sentido, la responsabilidad penal sólo resultará válida si en el proceso penal se 
acredita que el sentenciado se encontraba en posición de garante de los bienes jurídicos afectados y 
que, conociendo la situación de riesgo, incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. De ahí 
que sea infundado sostener que la condena derive de una simple relación jerárquica o del lugar que 

formalmente el imputado ocupe en un organigrama o escalafón.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 46/2021 (11a.)

CONCURSO IDEAL DE DELITOS. LA INAPLICACIÓN DE LA REGLA PREVISTA EXPRESAMENTE 
POR EL LEGISLADOR PARA SANCIONARLO Y CONFIGURAR JUDICIALMENTE OTRA DISTINTA, 
VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE DIVISIÓN DE PODERES, YA QUE EL JUZGADOR 
ÚNICAMENTE PUEDE IMPONER LA PENA PREVISTA EXPRESAMENTE POR LA LEY, DEBIENDO 
HACERLO EN LOS TÉRMINOS CONTEMPLADOS POR EL PROPIO LEGISLADOR. Hechos: Con 
motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al esquema vecinal 
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comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve 
menores de edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su mayoría niñas 
y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos integraron un concurso 
ideal de delitos. Al ejercer un control de convencionalidad ex officio, el Tribunal de Alzada convalidó 
la decisión de inaplicar la regla sancionatoria prevista en el primer párrafo del artículo 64 del Código 
Penal Federal vigente al momento de los hechos y, en su lugar, sumar todas las penas de los injustos 
cometidos. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que la inaplicación de la regla prevista expresamente por el legislador para sancionar un concurso ideal 
de delitos y configurar judicialmente otra regla sancionatoria, no sólo vulnera el principio de legalidad 
reconocido en el párrafo tercero del artículo 14 de la Constitución General, sino también el de división 
de poderes, establecido en el artículo 49 de ese mismo ordenamiento. Justificación: El principio 
de legalidad, de reconocimiento internacional, representa uno de los más importantes límites al ius 
puniendi en un Estado constitucional de derecho. Su observancia exige que tanto el delito como la 
pena deban estar establecidos en una disposición normativa formal y materialmente legislativa, previa, 
escrita, cierta y estricta, excluyéndose de ese modo la aplicación retroactiva en perjuicio, la costumbre 
como fuente del derecho punitivo, las cláusulas genéricas y la extensión analógica o por mayoría de 
razón in malam partem. Estas exigencias tienen como propósito fundamental evitar la arbitrariedad 
en la creación y aplicación de la ley penal. En ese sentido, por más que una conducta resulte nociva 
para la sociedad y revele la necesidad de ser penada, el Estado sólo podrá tomarla como razón para la 
aplicación de sanciones jurídico-penales si con anterioridad advirtió de manera expresa a las personas 
tal circunstancia a través de una ley formal y material, especificando sus posibles consecuencias. 
Derivado de lo expuesto, el juzgador únicamente puede imponer las penas expresamente previstas 
por la ley, debiendo hacerlo en los términos en que fueron contempladas por el legislador. En caso 
contrario, la autoridad judicial asumiría una función que no le corresponde, invadiendo indebidamente 
la esfera competencial del Poder Legislativo. Por ello, la creación judicial de un marco normativo no 

previsto por la ley viola también la división de poderes.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 47/2021 (11a.)

DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. SU REPROCHE PENAL NO DERIVA DE LA REALIZACIÓN 
DE UNA ACCIÓN QUE PONGA EN MARCHA UNA CADENA CAUSAL DIRIGIDA A LA PRODUCCIÓN 
DE LOS RESULTADOS MATERIALES PROHIBIDOS POR LA LEY, SINO DE LA INOBSERVANCIA DE 
UN DEBER ESPECÍFICO DE ACTUAR, A FIN DE IMPEDIR TALES CONSECUENCIAS. Hechos: Con 
motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al esquema vecinal 
comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida cuarenta y nueve 
menores de edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, en su mayoría niñas y 
niños. En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos –homicidios y lesiones– eran 
penalmente atribuibles a quienes no los evitaron debiendo hacerlo, lo cual, en lenguaje técnico jurídico, 
se conoce como “comisión por omisión”. En el caso, el inconforme sostuvo que, como secretario del 
Consejo de Administración de la mencionada guardería, no tenía ese deber de evitación. Criterio 
jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que sí correspondía 
al quejoso la obligación de evitar los resultados típicos de homicidio y lesiones, al ser quien, con otra 
persona, llevó a cabo las gestiones necesarias para que, en su momento, la guardería fuera autorizada 
para brindar de manera subrogada el referido servicio. Ese actuar precedente puso en evidencia tanto 



39

el conocimiento que tuvo de los requisitos exigidos para prestar de manera segura los mencionados 
cuidados infantiles, así como su conocimiento de las condiciones reales del inmueble propuesto para 
ello, el cual tenía serias deficiencias; así, el reproche penal en los delitos de comisión por omisión no 
deriva de la realización de una acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción 
de los resultados materiales prohibidos por la ley, sino de la inobservancia de un deber específico 
de actuar, a fin de impedir tales consecuencias. Justificación: La atribución normativa de esa clase 
de resultados típicos a quien no los causó materialmente, sólo resulta válida si en el proceso penal 
correspondiente se acredita que el imputado era garante de los bienes jurídicos afectados y que, 
conociendo la situación de riesgo en que se encontraban las víctimas, incumplió injustificadamente 
su deber de salvaguarda. En la comisión por omisión el reproche penal no deriva de la realización 
de una acción que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción de los resultados 
materiales prohibidos por la ley, sino de la inobservancia de un deber específico de actuar, encaminado 
a impedir esas consecuencias. Dicho deber lo tienen quienes conforme al orden jurídico son garantes 
de los bienes jurídicos tutelados, ya sea por disposición legal, en virtud de un contrato o con motivo 
de un actuar precedente. La posición o calidad de garante está constituida, esencialmente, por un 
llamamiento imperativo, de carácter selectivo, por el cual alguien queda jurídicamente obligado a 
prevenir un riesgo mediante una prestación activa. Se trata de un vínculo normativo que convierte a 
la persona en protectora de bienes jurídicos, al grado de atribuirle su lesión ante el incumplimiento 
injustificado de su deber de salvaguarda. Por tanto, la responsabilidad penal en estos casos sólo resulta 
válida si en el proceso penal se acredita que el imputado era garante de los bienes jurídicos afectados 
y que, conociendo la situación de riesgo, incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. 
En ese sentido, llevar a cabo las gestiones necesarias para que una persona moral sea autorizada 
para brindar de manera subrogada cuidados infantiles a sabiendas de las condiciones inseguras del 

inmueble propuesto para ello, genera en el indicado gestor la mencionada calidad de garante.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 48/2021 (11a.)

PRESCRIPCIÓN. PARA SU ACTUALIZACIÓN NO DEBE COMPUTARSE EL TIEMPO QUE MEDIÓ EN 
LA TRAMITACIÓN DE UN JUICIO QUE CONCLUYÓ CON LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJÓ A 
SALVO LOS DERECHOS DE LA PARTE ACTORA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS). Hechos: 
Una persona moral demandó en la vía ordinaria mercantil el pago de honorarios por la prestación de 
servicios médicos, en la que obtuvo una sentencia favorable, la cual fue revocada en apelación, pues 
de oficio se advirtió la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos de la actora para que 
los hiciera valer en la vía y forma que corresponda. Posteriormente, la persona moral intentó el cobro 
de dichos honorarios en un juicio civil en la vía sumaria; sin embargo, el juzgador consideró que se 
actualizó la prescripción en términos del artículo 1246, fracción I, del Código Civil para el Estado de 
Morelos, decisión que fue confirmada por el tribunal de apelación. En contra de esta resolución se 
promovió amparo directo. Criterio jurídico: En el cómputo del plazo de prescripción que se realice 
sobre el ejercicio de una segunda acción no debe computarse el tiempo que duró la tramitación y 
resolución de un primer juicio que concluyó con una declaratoria de improcedencia de la vía y la 
respectiva salvaguarda de los derechos de la parte actora para que los deduzca en la vía y forma que 
corresponda, pues esta determinación no se equipara a una desestimación de la primera demanda. 
Justificación: La decisión de un órgano jurisdiccional en el sentido de dejar a salvo los derechos de 
la parte actora, por resultar improcedente la vía en que intentó, no debe ser considerado un simple 
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postulado abstracto, sino que debe ser real y materialmente posible, lo que resulta acorde con el 
derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; por tanto, el entendimiento y aplicación del artículo 1251, fracción II, del Código 
Civil para el Estado de Morelos, en cuanto dispone que la desestimación de la demanda no interrumpe 
el plazo de prescripción, no pueden abstraerse del reconocimiento judicial efectuado en tal sentido. En 
cambio, la interpretación de dicho artículo a la luz del derecho a la tutela judicial efectiva, de la manera 
que mayor protección brinde a las personas y con un enfoque que privilegie la solución del conflicto 
sobre los formalismos procedimentales, impide considerar que la declaratoria de improcedencia de 
la vía de un primer juicio sea equiparable a una desestimación de la demanda y que, por tanto, no 
es apta para interrumpir la prescripción. Lo anterior, en el entendido de que esta interpretación sólo 
puede operar en aquellos casos en los que la causa por la que se perdió la posibilidad de acudir a la 

vía derive de cuestiones imputables a la parte actora.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 49/2021 (11a.)

ALIMENTOS A MENORES DE EDAD. TIENEN UNA TRIPLE DIMENSIÓN, YA QUE CONSTITUYEN 
UN DERECHO A SU FAVOR, UNA RESPONSABILIDAD Y OBLIGACIÓN PARA SUS PROGENITORES 
Y UN DEBER DE GARANTIZAR SU CUMPLIMIENTO POR PARTE DEL ESTADO. Hechos: En un 
juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un menor de edad 
la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el deudor promovió 
demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen fundara y 
motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo reclamado; en la revisión 
interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. 
En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia 
en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo respecto del artículo 
48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el auto en el cual le fue impuesta la 
medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes interpusieron recursos de revisión, 
de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompetente para conocer sobre el tema 
de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para pronunciarse al 
respecto. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece 
que los alimentos, como garantía de un nivel de vida adecuado, tienen una triple dimensión, ya que 
constituyen: i) un derecho para los niños, niñas y adolescentes menores de edad; ii) una responsabilidad 
prioritaria y obligación para sus progenitores; y, iii) un deber a garantizar su cumplimiento por parte 
del Estado. Justificación: La obligación de los padres de proporcionar alimentos a sus hijos e hijas y 
el correlativo derecho de éstos a percibirlos es una expresión de solidaridad que deriva de diversos 
derechos y principios constitucionales orientados a la protección y tutela integral de los niños, niñas 
y adolescentes. Entre otros principios constitucionales que se encuentran inmersos en esta figura se 
encuentran: la prevención y conservación de la integridad física y moral de los hijos e hijas; el derecho 
de los niños y niñas a acceder a un nivel de vida digna y adecuada; el respeto a su interés superior y la 
necesidad de brindarles medidas especiales de protección. Esto último conlleva además la obligación 
constitucional de todas las autoridades del Estado de adoptar en el ámbito de sus competencias todas 
aquellas medidas que resulten idóneas y necesarias para garantizar que los niños, niñas y adolescentes 
vean satisfechas sus necesidades de manera integral, completa y adecuada. Dicho mandato, leído 
bajo la óptica del interés superior del menor de edad y el deber de protección integral de la infancia, 
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autoriza la adopción de medidas reforzadas de tutela que atiendan a la situación de vulnerabilidad 
en la que éstos se encuentran. Así, la Primera Sala ha reconocido que en las controversias en materia 
de alimentos es admisible una litis abierta, donde el juzgador tiene facultades oficiosas tanto en el 
procedimiento para ordenar el desahogo de pruebas y diligencias, como para resolver incluso sobre 
cuestiones no pedidas, caracteres que, sin duda, refuerzan la naturaleza de orden público de dicha 
institución. Bajo ese contexto, la Convención sobre los Derechos del Niño en su artículo 27, prevé 
el derecho de los menores de edad a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, 
espiritual, moral y social; asimismo que las personas encargadas del niño o niña son responsables 
de proporcionar, dentro de sus posibilidades económicas, las condiciones de vida necesarias para su 
desarrollo. Asimismo, que los Estados Partes adopten las medidas apropiadas para ayudar a los padres 
u otras personas responsables del niño o niña a dar efectividad y de ser necesario proporcionaran 
asistencia material y programas de apoyo respecto a la nutrición, el vestido y la vivienda; así como 
a tomar todas las medidas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres 
u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño o la niña, tanto si viven en el 

Estado Parte como si viven en el extranjero.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 50/2021 (11a.)

LIBERTAD DE SALIR DEL PAÍS. FORMA PARTE DE LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE TRÁNSITO Y DE 
CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA, COMO DERECHO HUMANO PROTEGIDO POR LOS ARTÍCULOS 
11 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 22, NUMERAL 2, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS Y 12, NUMERAL 2, DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLÍTICOS, Y PUEDE ESTAR SUJETO A RESTRICCIONES PERMISIBLES Y PROPORCIONALES. Hechos: 
En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un menor de edad 
la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el deudor promovió 
demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen fundara y 
motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo reclamado; en la revisión 
interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó reponer el procedimiento. 
En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento y dictó sentencia 
en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo respecto del artículo 48, 
fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el auto en el cual le fue impuesta la medida 
cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes interpusieron recursos de revisión, de los 
cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompetente para conocer sobre el tema de 
constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que, de 
conformidad con el parámetro de regularidad constitucional del derecho a la libertad de tránsito, la 
libertad de salir del país forma parte del derecho de circulación y de residencia y se trata de un derecho 
humano protegido en los artículos 11 de la Constitución General, 22, numeral 2, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y 12, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, así como de conformidad con lo dispuesto por la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos y la Observación General No. 27 del Comité de Derechos Humanos de la ONU. 
Sin embargo, como todo derecho, puede estar sujeto a restricciones permisibles, de conformidad con 
los requisitos constitucionales y convencionales. Justificación: La libertad de circulación o de tránsito es 
una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona, la cual cuenta con al menos cuatro 
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dimensiones: i) la libertad de circulación en el territorio nacional; ii) la libertad de escoger residencia; 
iii) la libertad de salir de cualquier país, incluso el propio; y, iv) el derecho a entrar en su propio país. 
También está relacionada con otros derechos diversos consagrados en la Constitución General. Así, el 
artículo 11 de la Constitución General reconoce que todo individuo cuenta con el derecho de tránsito 
para poder entrar o salir del país, viajar por su territorio y mudar su residencia, sin necesidad de carta 
de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. Tal derecho está subordinado 
a las facultades de las autoridades judiciales, en los casos de responsabilidad criminal o civil, así 
como de la autoridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre 
migración y salubridad general de la República o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país. 
Por su parte, el artículo 22, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) 
reconoce el derecho de circulación y residencia, y dispone que: “Toda persona tiene derecho a salir 
libremente de cualquier país, inclusive del propio”, y su numeral 3, dispone que: “El ejercicio de los 
derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en 
una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, 
la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás”. 
En similar sentido, el Comité de Derechos Humanos de la ONU (Comité de la ONU) en su Observación 
General No. 27 sobre la libertad de circulación, en relación con el artículo 12 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que cuenta con términos muy parecidos al de la CADH, ha 
sostenido que: “La libertad de salir del territorio de un Estado no puede hacerse depender de ningún 
fin concreto o del plazo que el individuo decida permanecer fuera del país”. Así, este derecho incluye 
la garantía de emigrar permanentemente a otro país, así como de viajar al exterior temporalmente. 
Asimismo, dicho Comité señaló que el párrafo 3 del artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos prevé circunstancias excepcionales en que los derechos que confieren los párrafos 1 
y 2 pueden restringirse. La disposición autoriza al Estado a restringir esos derechos sólo para proteger 
la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas y los derechos y libertades de 
terceros. Para ser permisibles, las restricciones deben ser previstas por la ley, deben ser necesarias en 
una sociedad democrática para proteger los fines mencionados y deben ser compatibles con todos 
los demás derechos reconocidos en el Pacto. La aplicación de las restricciones permisibles en virtud 
del párrafo 3 del artículo 12 debe ser compatible con otros derechos consagrados en el Pacto y con 

los principios fundamentales de igualdad y no discriminación.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 51/2021 (11a.)

RESTRICCIÓN DE SALIR DEL PAÍS AL DEUDOR ALIMENTARIO DE UN MENOR DE EDAD. ES 
PROPORCIONAL, SIEMPRE QUE MEDIE UNA DEBIDA VALORACIÓN JUDICIAL DEL CASO 
CONCRETO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 48, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE MIGRACIÓN). 
Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un menor 
de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el deudor 
promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de origen 
fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo reclamado; 
en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó reponer el 
procedimiento. En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el procedimiento 
y dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó el amparo 
respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el auto en el cual 
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le fue impuesta la medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes interpusieron 
recursos de revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró incompetente para 
conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para pronunciarse al respecto. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que, atendiendo a una interpretación conforme, la restricción temporal 
de salir del país, dispuesta en el artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración, frente al derecho 
de alimentos de un menor de edad, cumple con los requisitos de legalidad, finalidad, idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad, y para su valoración debe mediar una debida fundamentación y 
motivación judicial que tome en cuenta los derechos en juego, las circunstancias particulares y las 
medidas idóneas en el asunto concreto para el cumplimiento de la obligación de pagar alimentos, 
y en el caso de imponerse la limitación, establecer una temporalidad proporcional para su debida 
revisión. Justificación: Primeramente, se reconoce que los alimentos, como garantía de un nivel de 
vida adecuado, constituyen un derecho para los menores de edad, una responsabilidad prioritaria y 
obligación para sus progenitores y un deber a garantizar su actualización por parte del Estado. Por 
otro lado, el derecho de salir del país es parte del derecho de circulación y de residencia como derecho 
humano protegido por el parámetro de regularidad constitucional. Sin embargo, como todo derecho, 
puede estar sujeto a restricciones permisibles, de conformidad con los requisitos convencionales 
y constitucionales. Así, el artículo 48 de la Ley de Migración reitera el derecho a salir libremente 
del país, en congruencia con el artículo 11 constitucional, además, éste también establece que el 
derecho de entrar y salir del país está subordinado a las facultades de las autoridades judiciales, en 
los casos de responsabilidad criminal o civil y a las autoridades administrativas en relación con las 
limitaciones que impongan las leyes sobre migración; esto es, para el ejercicio de tal derecho existen 
excepciones que son aplicables al deudor alimentario. En lo pertinente, la fracción VI del artículo 48 
citado que establece la excepción de salida del país libremente, es aplicable al deudor alimentario 
cuando éste deja de cumplir con sus obligaciones alimentarias por un periodo mayor a sesenta días; 
es decir, más de dos meses, aproximadamente. Ahora bien, dicha restricción se actualiza o no previa 
solicitud de la autoridad judicial competente, sin perjuicio de otras excepciones legales. Así, dicha 
restricción no se debe aplicar en automático, sino mediante una valoración judicial, la cual tiene como 
objetivo la aplicación de la norma, mediante la cual el juzgador determina con base en los diversos 
elementos si se actualiza el supuesto normativo, evalúa los derechos en juego para arribar a una 
decisión razonable, a través de una decisión fundada y motivada. Adicionalmente, las restricciones a 
la libertad de circulación deben ser revisadas periódicamente para que no se prolongue la medida de 
manera injustificada. Esto es, que por ejemplo en el caso de que se haya impuesto la restricción y ésta 
sea cumplimentada o carezca de sentido en las circunstancias del caso, la misma deba ser levantada 
con celeridad y de manera efectiva. En atención a lo anterior, la restricción en estudio de salida del 
país para deudores alimentarios cumple con los requisitos de: i) Legalidad, al estar prevista en la 
Ley de Migración y es un punto acorde al parámetro de constitucionalidad; ii) Finalidad, ya que está 
enfocada en hacer cumplir la pensión alimenticia, en el caso del menor de edad, en tutela del interés 
superior, mediante la restricción en comento hasta en tanto se cubra el adeudo, lo que resulta una 
finalidad constitucionalmente válida; iii) Idoneidad, siendo que la referida medida funge, por un lado, 
como una limitación e incentivo para el cumplimiento de ésta, así como una medida cautelar para su 
mejor exigibilidad en la vía interna; iv) Necesidad, ya que se reconoce que para dar cumplimento al 
pago de alimentos, pueden existir diversas modalidades para garantizarla, pero no necesariamente 
son medidas de carácter inmediato que garanticen de manera expedita la liquidación de la pensión 
adeudada, sino requiere de un procedimiento que puede demorar dependiendo de las necesidades 
básicas del acreedor alimentario, por lo que tales medidas no son excluyentes entre sí, sino en su 
caso, pueden ser medidas complementarias para hacer cumplir una obligación esencial como es la 
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pensión alimenticia a menores de edad; v) Proporcionalidad frente a los alimentos del menor de edad, 
pues se estima que la medida impugnada es razonable para restringir temporalmente el derecho 
de libertad de tránsito, pero en su dimensión exclusiva de salir del país, ya que frente a ello impera 
el principio constitucional del interés superior de la niñez, particularmente respecto del derecho de 
alimentos en su dimensión del derecho a la vida digna, por lo que el derecho a la libre circulación 
se garantiza en sus otras dimensiones como lo es el trasladarse libremente en el territorio nacional y 
establecer su residencia en el lugar de su preferencia dentro de éste, por lo que se considera que el 
grado de protección de este derecho puede graduarse dependiendo su dimensión, como sería en el 
caso, el salir del país. Esta particular dimensión puede considerarse, por lo general, más eventual y 
menos esencial que las otras dimensiones que contempla el derecho de circulación y residencia en el 
territorio nacional como derecho fundamental. En consecuencia, se estima que es proporcional a la 
restricción dispuesta por la norma, siempre y cuando se interprete en el sentido de que debe mediar 

una debida valoración judicial del caso concreto, de conformidad con el parámetro expuesto.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Primera Sala de la SCJN, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil veintiuno. 
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Tesis Jurisprudencial

Segunda Sala
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 9/2021 (11a.) 

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES PROCEDENTE CONTRA LA SENTENCIA QUE DECLARA LA 
NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE EN DEFINITIVA QUE LOS CONTRIBUYENTES SE 
UBICAN EN EL SUPUESTO DEL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE JUNIO DE 2018, CUANDO ES EMITIDA Y/O NOTIFICADA FUERA 
DEL LÍMITE TEMPORAL CORRESPONDIENTE. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes se pronunciaron de manera discrepante en relación con la procedencia del recurso 
de revisión fiscal, pues mientras uno consideró que la declaración de nulidad ocasionada porque la 
autoridad administrativa notificó fuera del plazo correspondiente de treinta días, la resolución con 
la que culmina el procedimiento establecido en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 
2018, con base en la cual se considera que un contribuyente se encuentra de forma definitiva en la 
lista de aquellos que realizan operaciones inexistentes y, en consecuencia, los comprobantes fiscales 
expedidos no surten ni surtieron efectos legales, es un pronunciamiento de fondo y, por tanto, el 
recurso es procedente, para el otro órgano la anulación de la resolución definitiva por ser emitida 
fuera del límite temporal es un pronunciamiento de carácter formal y, en consecuencia, el recurso 
es improcedente. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el recurso de revisión fiscal es procedente contra la sentencia dictada en un juicio 
contencioso administrativo en la que se declare la nulidad de la resolución que decide en definitiva que 
los contribuyentes se ubican en el supuesto del primer párrafo del referido artículo 69-B del Código 
Fiscal de la Federación, por haber sido emitida y/o notificada fuera del límite temporal. Justificación: 
Para cumplir con el requisito de procedencia del recurso de revisión fiscal a que se refiere el artículo 63, 
fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la nulidad de la resolución 
impugnada debe ser declarada por un pronunciamiento de fondo, requisito que se colma cuando en 
la sentencia se declara la nulidad de la resolución que determina en definitiva que los contribuyentes 
se encuentran en la situación a que se refiere el primer párrafo del aludido artículo 69-B del Código 
Fiscal de la Federación, por haber sido emitida y/o notificada fuera del límite temporal. Lo anterior, ya 
que como esta Segunda Sala resolvió en la contradicción de tesis 122/2019, pronunciarse en definitiva 
sobre una presunción de inexistencia de operaciones que ya no tenía efectos por haberse hecho fuera 
del plazo (límite temporal perentorio), constituye, más que un requisito formal, una cuestión de fondo 

del asunto, atendiendo a la naturaleza del procedimiento.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el cinco de noviembre 
de 2021.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 17/2021 (11a.)

RECURSO DE REVISIÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. LOS ARTÍCULOS 91 Y 92 DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO TRANSGREDEN EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO) SI SON INTERPRETADOS CONFORME AL ARTÍCULO 
17, TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA. Hechos: Un quejoso 
promovió juicio de amparo indirecto en el cual alegó que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo que prevén la resolución del recurso de revisión en sede administrativa, 
son contrarios al mandato previsto en el tercer párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, puesto que no contemplan que se privilegie la resolución de fondo 
del asunto sobre los formalismos procedimentales. La Jueza de Distrito que conoció del asunto negó 
el amparo por cuanto hace a la inconstitucionalidad reclamada, pues consideró que la disposición 
constitucional de referencia contiene una regla que confiere poder a la autoridad legislativa, mas no 
un derecho subjetivo público a favor de la persona, lo cual implica que hasta en tanto no se ejerza esa 
atribución por parte del Congreso de la Unión, a fin de adecuar las normas legales al texto del artículo 
17 de la propia Constitución, las situaciones jurídicas imperantes en materia de resolución de recurso 
de revisión en sede administrativa no debían cambiar. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo no transgreden el derecho de acceso a la justicia si se interpretan de conformidad 
con el artículo 17, tercer párrafo, de la Constitución General de la República, en el sentido de que, 
al resolver el recurso de revisión, la autoridad debe privilegiar la emisión de un pronunciamiento de 
fondo sobre los formalismos procedimentales. Justificación: El principio de interpretación conforme 
a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige del órgano jurisdiccional optar por 
aquella interpretación de la ley aplicable que derive en un resultado que sea acorde al texto de la Ley 
Suprema, en caso de que la norma secundaria sea oscura y admita dos o más entendimientos posibles. 
En el caso, la interpretación de los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 
puede hacerse en el sentido literal de que, cuando en el estudio del recurso de revisión respectivo, 
uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado (sin importar si se trata 
de cuestiones formales o de fondo), bastará con el examen de dicho punto para obviar los restantes 
agravios, aunque a la postre pudieren otorgar un mayor beneficio a la persona; con base en ello, 
prima facie, se podría establecer que son inconstitucionales, pues su texto es insuficiente y oscuro, en 
virtud de que no privilegian la resolución de fondo. Sin embargo, esta interpretación conllevaría un 
resultado no acorde con el artículo 17, tercer párrafo, constitucional. Por tanto, para evitar el resultado 
indicado y armonizar los preceptos cuestionados con la Ley Fundamental del país, se opta por su 
interpretación conforme al precepto constitucional citado, el cual dispone que siempre que no se 
afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos 
seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los 
formalismos procedimentales (principio de mayor beneficio). Sin que la falta de mención expresa del 
referido principio en las normas reclamadas sea motivo suficiente para considerar que lo transgreden, 
pues de la exposición de motivos relativa se advierte que la intención del Constituyente Permanente 
al adicionar el referido artículo 17, fue que el principio permeara el sistema de justicia a nivel nacional, 
de tal suerte que, por la entrada en vigor de la reforma, las autoridades se encuentran obligadas a 

acatarlo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el cinco de noviembre 
de 2021.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 11/2021 (11a.)

LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL CINCO DE NOVIEMBRE DE DOS MIL 
DIECIOCHO. EL APERCIBIMIENTO QUE DEBE FORMULARSE A LA PARTE QUEJOSA, CUANDO 
EN LA DEMANDA DE AMPARO NO HAYA SEÑALADO AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA COMO 
AUTORIDAD RESPONSABLE, CONSISTIRÁ EN NO TENER COMO ACTO RECLAMADO DICHO 
ORDENAMIENTO, EN CASO DE QUE NO EXHIBA LAS COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a conclusiones distintas en 
torno al apercibimiento que debe formularse al quejoso cuando se le requiere para que precise si 
señala como autoridad responsable al presidente de la República, en aquellos juicios de amparo en 
los que se reclama la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de 
los Artículos 75 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en 
el Diario Oficial de la Federación de 5 de noviembre de 2018. Criterio jurídico: La Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que en aquellos juicios de amparo en los 
que se haya reclamado la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos vigente hasta 
el 19 de mayo de 2021, y la parte quejosa no haya señalado al presidente de la República como 
autoridad responsable, el Juez de Distrito deberá precisar que el titular del Ejecutivo Federal tiene 
esa calidad y, por ende, debe requerir al promovente para que exhiba copias de la demanda, a fin 
de correr traslado a esa autoridad y, en caso de no presentarlas, no se tendrá como acto reclamado 
ese ordenamiento. Justificación: En los juicios de amparo en los que se haya reclamado esa ley debe 
tenerse como autoridad responsable al presidente de la República, porque en la jurisprudencia 2a./J. 
11/2020 (10a.), esta Segunda Sala reconoció su participación en el procedimiento legislativo que 
culminó con su emisión; por ese motivo no queda a discreción del quejoso decidir si lo señala como 
autoridad responsable, ya que tiene ese carácter por virtud de la interpretación constitucional que 
quedó plasmada en esa jurisprudencia. En consecuencia, el Juez de Distrito no debe requerir para 
que el quejoso aclare si incluye a esa autoridad como responsable, sino reconocerle esa calidad, lo 
que provoca que sólo deberá requerir al promovente para que exhiba las copias de la demanda a fin 
de correr el traslado correspondiente y, en el supuesto de que no las exhiba, no tendrá como acto 
reclamado la ley, lo que se desprende de una interpretación relacionada de los artículos 108 y 114 de 

la Ley de Amparo, con el fin de privilegiar el acceso a la justicia. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el cinco de noviembre 
de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 10/2021 (11a.)

INCREMENTOS DE LA PENSIÓN OTORGADA POR EL ISSSTE. ALCANCE DEL ARTÍCULO 57, FRACCIÓN 
I, INCISO C, ÚLTIMA PARTE DEL PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CUANDO SON PAGADOS INCORRECTAMENTE EN BENEFICIO 
DEL PENSIONADO, POR NO SER COMPATIBLES CON EL RÉGIMEN QUE LE CORRESPONDE. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes llegaron a conclusiones contrarias al analizar si, 
en cumplimiento a una sentencia de nulidad, procede que la autoridad demandada modifique los 
incrementos de la pensión otorgada por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado, 
cuando fueron pagados incorrectamente en beneficio del pensionado, por no ser compatibles con el 
régimen que le corresponde. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte decidió que el 
alcance de la porción normativa contenida en la parte final del artículo 57, fracción I, inciso c), de la Ley 
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Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo debe ser en el sentido de que sí procede que 
la autoridad demandada modifique aquellos porcentajes aplicados incorrectamente en beneficio del 
jubilado, por no ser compatibles con el sistema de incremento que por ley le corresponde. Justificación: 
Esto es así, porque si bien es cierto, conforme a la porción normativa contenida en la parte final del 
referido artículo 57, por regla general el nuevo acto administrativo no puede perjudicar más al actor 
que la resolución anulada, sin embargo, de acuerdo a lo establecido en los artículos 50 y 52, fracción 
V, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para que se condene al 
cumplimiento de una obligación, primero se debe reconocer la existencia de un derecho subjetivo. 
Ello se traduce en el sentido de que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no podría reconocer 
como derecho del jubilado un beneficio propiciado por un error del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, que la propia ley ni siquiera contempla. Lo anterior, porque 
los incrementos que se deben aplicar a la cuota de pensión deben ser exclusivamente aquellos que 
resulten acordes al sistema de incremento que por ley le corresponda al jubilado cuando obtuvo el 
derecho a ser beneficiario de su pensión, precisamente por ser los que se incorporaron a su esfera 
jurídica de derechos al momento en que adquirió ese carácter. Lo cual, además, de acuerdo con 
la contradicción de tesis 342/2016, de esta Segunda Sala, no solamente constituye un derecho del 
jubilado sino también del organismo de seguridad quien debe atender el sistema de incremento 
de la pensión conforme a la modalidad que legalmente le corresponda al beneficiario. De ahí 
que no es posible aplicar cualquier otro parámetro diferente al que legalmente le corresponda al 
jubilado, en tanto que ello generaría un perjuicio a la esfera jurídica y patrimonio del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, máxime si se toma en consideración 
que las pensiones y su evolución derivada de los incrementos que se le aplican son progresivas. Lo 
cual implica que si se mantiene un porcentaje de incremento aplicado incorrectamente, ello tendrá 
necesariamente en el futuro una repercusión negativa en perjuicio del patrimonio de dicho organismo, 
precisamente al estar viciado su cálculo desde el origen. Lo anterior, en el entendido que en ningún 
caso el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado podrá descontar de 
las modificaciones realizadas el excedente de la cantidad pagada a favor del pensionado con motivo 
de la aplicación incorrecta de los porcentajes de incremento que aquél realizó. Esto debido a que no 
existe fundamento alguno que lo faculte para realizar los descuentos a la pensión en dicho supuesto. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el cinco de noviembre 
de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 16/2021 (11a.)

DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR DE LA 
ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, 
TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL CONFLICTO SOBRE LOS 
FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE 
LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017).Hechos: Una persona promovió juicio de amparo 
indirecto en el cual alegó que los artículos 91 y 92 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
que prevén la resolución del recurso de revisión en sede administrativa, son contrarios al mandato 
previsto en el tercer párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, puesto que no contemplan que se privilegie la resolución de fondo del asunto sobre los 
formalismos procedimentales. La Jueza de Distrito que conoció del asunto consideró que la disposición 
constitucional de referencia contiene una regla que confiere poder a la autoridad legislativa, mas no 
un derecho subjetivo público a favor de la persona, lo cual implica que hasta en tanto no se ejerza esa 



49

atribución por parte del Congreso de la Unión, a fin de adecuar las normas legales al texto del artículo 
17 de la propia Constitución, las situaciones jurídicas imperantes en materia de resolución de recurso 
de revisión en sede administrativa no debían cambiar. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que a la entrada en vigor de la adición al artículo 17, tercer 
párrafo, contenida en el Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Justicia Cotidiana (Solución de 
Fondo del Conflicto y Competencia Legislativa sobre Procedimientos Civiles y Familiares), publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, todas las autoridades judiciales y 
aquellas con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país deben privilegiar la resolución de 
fondo de los conflictos sometidos a su potestad sobre los formalismos procedimentales, siempre y 
cuando no se afecte la igualdad entre las partes. Lo anterior, con independencia de que las normas 
que rigen sus procedimientos no establezcan expresamente dicha cuestión. Justificación: Del análisis 
de la reforma constitucional mencionada, se advierte que el Constituyente Permanente consideró 
que, para hacer frente a la problemática consistente en la “cultura procesalista”, la cual genera que en 
el desahogo de una parte importante de asuntos se atiendan cuestiones formales y se deje de lado el 
fondo y, por tanto, sin resolver la controversia efectivamente planteada, debía adicionarse al artículo 
17 constitucional, el deber de las autoridades de privilegiar, por encima de aspectos formales, la 
resolución de fondo del asunto. Se dijo, que este deber exige también un cambio en la mentalidad de las 
autoridades para que en el despacho de los asuntos no se opte por la resolución más sencilla o rápida, 
sino por el estudio que clausure efectivamente la controversia y la aplicación del derecho sustancial. 
Además, se precisó que la incorporación explícita de tal principio en la Constitución General pretende 
que éste permee el sistema de justicia a nivel nacional, es decir, que todas las autoridades judiciales 
y con atribuciones materialmente jurisdiccionales del país se vean sometidas a su imperio, pero más 
allá de su obligatoriedad, reconozcan la razón y principio moral que subyacen a la adición al artículo 
17 constitucional. Por lo anterior, esta Sala concluye que a la entrada en vigor de la referida adición, 
todas las autoridades jurisdiccionales deben privilegiar la resolución de los conflictos sometidos a 
su potestad, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos no establezcan 
expresamente dicha cuestión, puesto que del análisis teleológico de la reforma constitucional, se 
desprende la intención relativa a que este principio adicionado apoyara todo el sistema de justicia 
nacional para que las autoridades privilegiaran una resolución de fondo sobre la forma, evitando así 

reenvíos de jurisdicción innecesarios y dilatorios de la impartición de justicia.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el cinco de noviembre 
de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 13/2021 (11a.)

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR MANIFIESTA DESCONOCER UN 
ACTO Y EN LA DEMANDA INICIAL FORMULA CONCEPTOS DE INVALIDEZ EN SU CONTRA, EL 
TRIBUNAL CORRESPONDIENTE ESTÁ OBLIGADO A SU ESTUDIO, SIN QUE SEA NECESARIO QUE 
AMPLÍE LA DEMANDA PARA EXPONER RAZONAMIENTOS PARTICULARES EN CONTRA DEL ACTO 
SUPUESTAMENTE DESCONOCIDO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes 
llegaron a posturas contrarias al analizar casos en los cuales se impugnó en la sede contencioso 
administrativa un acto administrativo a través del cual se dijo conocer de la existencia de otro acto, 
mas no de las razones y fundamentos que lo sustentan, siendo que en la demanda inicial se expusieron 
argumentos en contra de ese otro acto, pues mientras un tribunal consideró incorrecto analizar los 
conceptos de impugnación vertidos desde la demanda inicial en contra de un acto respecto del cual 
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se manifestó conocer su existencia pero no sus razones y fundamentos, pues ello sólo puede hacerse 
hasta cuando se conoce el contenido de ese acto, lo cual sucede cuando la autoridad demandada 
contesta la demanda y remite los documentos correspondientes a efecto de ampliar la demanda de 
nulidad; el otro Tribunal Colegiado concluyó que sí debían analizarse los conceptos de impugnación 
esgrimidos desde la demanda inicial de nulidad, pues de esa manera se cumple con el deber de 
analizar la totalidad de los argumentos expresados en el juicio. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando en el juicio contencioso administrativo 
el actor manifiesta desconocer un acto (ya sea porque no se le notificó, se le notificó indebidamente 
o conoce su existencia pero no su contenido) y en la demanda se formulan conceptos de invalidez 
en su contra, y durante la secuela del juicio la parte demandada exhibe las constancias relativas y 
se otorga al actor la oportunidad de ampliar la demanda, sin que ejerza tal derecho, en la sentencia 
correspondiente, el respectivo tribunal deberá analizar los planteamientos expresados en la demanda 

inicial, al margen de que en principio pueden ser genéricos, especulativos y ad cautelam.

Justificación: La ampliación de la demanda es un derecho y no una obligación, por lo que queda a la 
decisión del actor del juicio valorar la conveniencia o no de su ejercicio, sin que sea una obligación o 
carga procesal ampliar la demanda de nulidad, pero en el entendido de que, en caso de no hacerlo, el 
accionante acepta las consecuencias procesales y jurídicas que puedan producirse como la inoperancia 
o insuficiencia de lo expresado en la demanda inicial. Además, al analizarse esos planteamientos se 
evitan formalismos procesales innecesarios y se privilegia el estudio del fondo del asunto, aunado a 
que se respetan los principios de exhaustividad y congruencia que rigen al juicio contencioso, ya que 
para los tribunales de lo contencioso no es potestativo el analizar o no determinados argumentos, 
sino que tienen el deber de estudiar en forma completa y total lo expresado por las partes durante el 
desarrollo del juicio, lo cual incluye lo manifestado desde la demanda inicial, aunque lo ahí expresado 
pueda resultar insuficiente o inoperante para evidenciar la ilegalidad del acto, pues ello será materia 

precisamente del análisis que al efecto se realice.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el doce de noviembre 
de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 12/2021 (11a.)

PRUEBA PERICIAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO DEBE DESECHARSE, CUANDO AL 
MOMENTO DE OFRECERLA NO SE ACOMPAÑA EL CUESTIONARIO PARA SU DESAHOGO, EN LOS 
CASOS EN QUE SE BUSCA DEMOSTRAR LAS OBJECIONES FORMULADAS A LAS DOCUMENTALES 
QUE LA CONTRAPARTE DEL OFERENTE EXHIBE EN LA AUDIENCIA DE OFRECIMIENTO Y 
DESAHOGO DE PRUEBAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 823 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012). Hechos: Los Tribunales Colegiados 
de Circuito contendientes analizaron si en los casos en que durante el desarrollo de la audiencia de 
ofrecimiento y desahogo de pruebas, una de la partes en el juicio laboral ofrece la prueba pericial 
con el propósito de demostrar sus objeciones formuladas en relación con una prueba documental de 
su contraparte, sin exhibir el cuestionario respectivo, la Junta laboral debe tener por no admitida la 
prueba, atendiendo al texto del artículo 823 de la Ley Federal del Trabajo, o bien, si debe prevenir 
al oferente para que lo exhiba. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación decide que en los casos en que al momento de la audiencia una de las partes hace valer 
su derecho a objetar en autenticidad de contenido, firma, o huella digital las pruebas documentales 
presentadas por su contraparte, ofreciendo la pericial sin acompañar en ese instante el cuestionario 
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respectivo, la autoridad no debe desecharla, por el contrario, debe dar oportunidad al oferente de 
la pericial para que cumpla con lo previsto en la ley y aporte los elementos que la complementen, es 
decir, otorgarle tiempo para que pueda elaborar el cuestionario y presentar las copias respectivas. 
Justificación: Si bien el artículo 823 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto vigente a partir del 1 de 
diciembre de 2012 y anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo 
de 2019, establece expresamente que la misión de exhibir el cuestionario relativo al desahogo de la 
prueba pericial dará lugar a que la Junta no admita la prueba, lo cierto es que su interpretación debe 
realizarse atendiendo a los principios de economía, concentración y sencillez en el proceso, así como 
a las reglas de la lógica, pues atendiendo a que los artículos 811 y 880, fracción II, del mencionado 
ordenamiento, autorizan a las partes a ofrecer pruebas en relación con las objeciones a las pruebas 
de su contraparte, se concluye que en los casos en que al momento de la audiencia de ofrecimiento y 
admisión de pruebas, una de las partes hace valer su derecho a objetar en autenticidad de contenido, 
firma o huella digital alguna de las pruebas documentales de su contraparte, ofreciendo la pericial sin 
acompañar en ese instante el cuestionario respectivo, la autoridad no debe desecharla, sino que debe 

dar oportunidad al oferente de la prueba pericial para que elabore el cuestionario respectivo.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el diecinueve de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 19/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 34, FRACCIONES VIII Y XI, 99, 100, PÁRRAFO SEGUNDO, 101, 103, 
PÁRRAFOS PRIMERO, SEGUNDO, FRACCIONES I, II, V Y VI, Y TERCERO, 113, FRACCIÓN XX, Y 147, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE INTERVENCIÓN 
MÍNIMA DEL ESTADO EN MATERIA DE EDUCACIÓN, PROPIEDAD Y POSESIÓN PREVISTOS EN 
LOS ARTÍCULOS 3 Y 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto 
una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación 
que regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio 
jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los artículos 
34, fracciones VIII y XI, 99, 100, párrafo segundo, 101, 103, párrafos primero, segundo, fracciones I, 
II, V y VI, y tercero, 113, fracción XX, y 147, fracción II, de la Ley General de Educación, al establecer 
que el Sistema Educativo Nacional estará constituido, entre otros elementos, por los bienes muebles, 
inmuebles e instalaciones de los planteles educativos incluyendo los privados, no se oponen al régimen 
constitucional en la materia, es decir, no contravienen los principios de intervención mínima del 
Estado en materia de educación, propiedad y posesión en perjuicio de los particulares. Justificación: 
Conforme a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2019, el 
artículo 3 de la Constitución Federal otorga la rectoría de la educación al Estado, que rige tanto para la 
impartida por instituciones públicas como para los particulares con autorización o reconocimiento de 
validez oficial; rectoría que debe ejercerse a través del nuevo Sistema Educativo Nacional, en el que 
adquieren especial relevancia los planteles educativos como un espacio fundamental para el proceso 
de enseñanza y aprendizaje, por lo que el Estado tiene la carga de garantizar que los materiales 
didácticos, la infraestructura educativa, su mantenimiento y las condiciones de su entorno, sean 
idóneas y contribuyan a los fines de la educación. Así, los particulares deben cumplir las cargas que 
la normatividad les impone tratándose de los planteles educativos –sus bienes inmuebles y muebles, 
servicios e instalaciones–, porque ello no los priva de su propiedad, uso, disfrute o disposición, sino 

que sólo tiene como consecuencia someterlos a la regulación respectiva.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 20/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 34, FRACCIONES VIII Y XI, 99, 100, PÁRRAFO SEGUNDO, 101, 103, 
PÁRRAFOS PRIMERO, SEGUNDO, FRACCIONES I, II, V Y VI, Y TERCERO, 113, FRACCIÓN XX, Y 147, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto 
una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación 
que regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio 
jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los artículos 
34, fracciones VIII y XI, 99, 100, párrafo segundo, 101, 103, párrafos primero, segundo, fracciones I, 
II, V y VI, y tercero, 113, fracción XX, y 147, fracción II, de la Ley General de Educación, en la parte 
que otorgan a la Secretaría de Educación Pública la facultad para emitir los lineamientos que rigen 
a los planteles e instalaciones educativas, no violan el principio de legalidad previsto en el artículo 
16 de la Constitución Federal. Justificación: La Secretaría de Educación Pública se erige como la 
autoridad educativa a nivel federal en el país y, por ende, en la especializada en la materia de la 
reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2019, toda 
vez que es la dependencia encargada de crear las condiciones para asegurar el acceso de todas y 
todos los mexicanos a una educación de calidad y, en ese tenor, quien conoce, de manera específica, 
cuál es la situación que impera en ese ámbito en nuestro país y la coyuntura general de los planteles 
escolares específicamente en cuanto a sus recursos materiales. Por tanto, es a esa autoridad a quien 
razonablemente corresponde definir las características de construcción, mantenimiento, remodelación 
y equipamiento de los planteles a través de la expedición de los lineamientos generales respectivos, 
porque es ella quien conoce las condiciones que deben satisfacerse para que se genere un adecuado 

impacto en el aprendizaje de los estudiantes.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 24/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 163 Y 164 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS DERECHOS 
DE AUDIENCIA Y AL DEBIDO PROCESO PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, 
diversas normas de la Ley General de Educación que regulan a los planteles educativos privados como 
parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que los artículos 163 y 164 de la Ley General de Educación, al facultar 
a la autoridad educativa para imponer medidas precautorias y correctivas –consistentes en suspensión 
temporal o definitiva del servicio educativo, suspensión de información o publicidad, y colocación 
de sellos–, no violan los derechos de audiencia y al debido proceso previstos en el artículo 14 de la 
Constitución Federal. Justificación: Dentro del procedimiento a seguir una vez que se practican las 
visitas de verificación, existe la posibilidad de imponer las indicadas medidas precautorias y correctivas, 
que deben ser aplicadas como previsiones protectoras ante las sospechas fundadas de un riesgo en el 
plantel educativo, pero sin que se traduzcan o se constituyan en decisiones definitivas y, por ende, en 
actos de privación al tenor de la jurisprudencia P./J. 40/96 de rubro: “ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS 
DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCIÓN.”, lo que pone de manifiesto que, respecto 
de ellas, el legislador no estaba obligado a prever una dilación de defensa previa en favor de los 
afectados, sin que ello implique una violación al derecho de audiencia. No obstante, los artículos 161 
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y 162 de la Ley General de Educación son expresos al señalar que, una vez hechas constar en el acta 
de visita las posibles irregularidades, los visitados estarán en aptitud de argumentar en su favor en 
la propia acta y, más aún, podrán exhibir documentación complementaria, formular observaciones 
y ofrecer pruebas mediante escrito presentado ante la autoridad educativa dentro de los cinco días 
hábiles siguientes; de ahí que los visitados sí pueden argumentar y probar en su favor respecto de las 
irregularidades advertidas en la visita antes de que la autoridad se pronuncie sobre la imposición de 

medidas precautorias o correctivas.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 25/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 163 Y 164 DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: 
En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas 
de la Ley General de Educación que regulan a los planteles educativos privados como parte del 
Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determina que los artículos 163 y 164 de la Ley General de Educación, al facultar a la 
autoridad educativa para imponer medidas precautorias y correctivas –consistentes en suspensión 
temporal o definitiva del servicio educativo, suspensión de información o publicidad, y colocación de 
sellos–, no violan el principio de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de la Constitución Federal. 
Justificación: Si bien el legislador no previó para cada una de esas medidas precautorias y correctivas 
un listado de situaciones o conductas específicas que pudieran provocar su imposición, lo cierto es 
que, dada su naturaleza y características, se infiere un marco de aplicación definido, ya que la medida 
cautelar consistente en la suspensión de información o publicidad que no cumpla con lo previsto en 
esta ley, evidentemente será aplicable cuando la autoridad verificadora considere que en el plantel 
educativo exista información o publicidad que contravenga las disposiciones legales; mientras que, 
en relación con las medidas cautelares consistentes en la suspensión temporal o definitiva del servicio 
educativo y en la colocación de sellos e información de advertencia en el plantel educativo, se aprecia 
que el legislador consideró pertinente crear dos herramientas para dar a la autoridad la oportunidad 
de valorar la situación o irregularidad, y definir cuál es la pertinente dependiendo de la gravedad de la 
conducta precalificada y/o de las consecuencias que genera, tomando siempre en cuenta la finalidad 
esencial que es priorizar a los niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Decisión sobre una u otra medida 

precautoria que, desde luego, tiene que justificarse en el acto de molestia.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 23/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 158, FRACCIÓN XI, 159 Y 160, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 4, PÁRRAFO NOVENO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo 
indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de 
Educación que regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo Nacional. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
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artículos 158, fracción XI, 159 y 160, fracción VIII, de la Ley General de Educación, al permitir que 
en las visitas de vigilancia se entreviste a niñas, niños y adolescentes, no viola el principio del interés 
superior de la niñez previsto en el artículo 4, párrafo noveno, de la Constitución Federal. Justificación: 
La posibilidad que establecen las indicadas normas legales de que los funcionarios que desarrollan las 
visitas entrevisten a los usuarios del servicio de educación –con la finalidad de allegarse de información 
sobre el desempeño del plantel escolar–, constituye uno de los mecanismos implementados por 
el legislador para materializar el derecho de participación y de opinión de los menores de edad 
previsto en el artículo 12, numeral 2, de la Convención sobre los Derechos del Niño. En ese tenor, las 
entrevistas incluso con menores de edad no resultan violatorias de sus derechos, siempre y cuando 
se respeten las formalidades que resultan aplicables, a saber: 1) que en la orden de visita se asiente 
la necesidad de llevar a cabo la audiencia y los datos que pretenden recabarse; y, 2) que se notifique 
esta situación de manera previa al visitado; además de que dicha autoridad necesariamente deberá 
observar las medidas que, para la sustanciación de cualquier acto de la potestad pública en los que 
estén relacionados menores de edad, prevé el artículo 83 de la Ley General de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, entre las que se encuentra la de garantizar el acompañamiento de quien ejerza 

sobre ellos la patria potestad, tutela, guarda o custodia durante las diligencias respectivas.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 22/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. LOS ARTÍCULOS 158, FRACCIÓN XI, 159 Y 160, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES PREVISTO EN 
LOS ARTÍCULOS 6, APARTADO A, FRACCIÓN II, Y 16, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, 
diversas normas de la Ley General de Educación que regulan a los planteles educativos privados 
como parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que los artículos 158, fracción XI, 159 y 160, fracción VIII, de la Ley 
General de Educación, al permitir que en las visitas de vigilancia la autoridad educativa entreviste a 
directivos y personal de los colegios y, sobre todo, les tome fotografías y videograbación, no viola 
el derecho a la protección de datos personales previsto en los artículos 6, apartado A, fracción II, y 
16, segundo párrafo, de la Constitución Federal. Justificación: Dado que el objetivo de las visitas de 
inspección es comprobar que los planteles educativos particulares cumplan con las exigencias para 
su operatividad en condiciones de seguridad y eficiencia, queda justificada la posibilidad de realizar 
entrevistas, fotografías y filmaciones con el personal directivo, docente y demás empleados; respecto 
de los cuales, no sólo por disposición expresa del artículo 158 de la Ley General de Educación, sino 
también por la aplicación directa del mandato contenido en el artículo 6, apartado A, fracción II, de la 
Constitución Federal, la autoridad, al ejercer sus facultades de verificación, está vinculada a proteger 
sus datos personales y aquellos que se refieran a la vida privada en los términos que fije la ley, esto es, 
observando lo que, en relación con esa protección, establece la legislación aplicable en cada caso en 

materia de transparencia y acceso a la información pública (general, federal y local). 

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.
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TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 27/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA LIBERTAD DE COMERCIO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, 
diversas normas de la Ley General de Educación que regulan a los planteles educativos privados como 
parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que el artículo 170, fracción VIII, de la Ley General de Educación, al 
establecer como infracción que los particulares que presten servicios educativos realicen o permitan 
la comercialización de bienes o servicios notoriamente ajenos al proceso educativo –con excepción de 
los alimentos–, no viola el derecho a la libertad de comercio previsto en el artículo 5 de la Constitución 
Federal. Justificación: La restricción para comercializar bienes o servicios que no tengan relación 
alguna con el sistema de enseñanza-aprendizaje, encuentra una finalidad constitucionalmente válida y 
que no es desproporcionada, porque la intención del legislador es lograr un ambiente idóneo para el 
aprendizaje y un entorno educativo libre de influencias que pudieran alterarlo, por lo que pugnó para 
que en las instituciones educativas no haya consumo o giros accesorios que pudieran constituirse como 
distractores o distorsionar el alcance del servicio prestado o el destino de las instalaciones. Máxime 
que la prohibición legislativa, en cuanto hace referencia a “bienes o servicios notoriamente ajenos 
al proceso educativo”, debe leerse, por una parte, como la posibilidad de los planteles educativos 
de comercializar elementos propios o relacionados, incluso de manera indirecta, con la adquisición y 
transmisión de conocimientos o de cualquier elemento que se integre a las actividades propias de la 
educación; y, por otra, como un impedimento para comercializar sólo lo que nada tiene que ver con el 
proceso educativo, es decir, cualquier bien o servicio respecto del que se advierta de forma patente 
que no se vincula ni tiene injerencia directa o indirecta con las actividades, operaciones, planificaciones 
y experiencias desarrolladas por el plantel escolar en relación con los fines de la enseñanza y, sobre lo 

cual, además, exista plena certeza y convicción, sin duda o discusión posible.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 26/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 151, PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA NI EL DERECHO A LA LIBERTAD DE COMERCIO 
PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 5 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: En un juicio de 
amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas de la Ley General 
de Educación que regulan a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo 
Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina 
que el artículo 151, párrafos segundo y tercero, de la Ley General de Educación, al prever la posibilidad 
de ejercer facultades de comprobación cuando el aumento de costos por el servicio de educación 
se realice sin apego a las disposiciones aplicables en la materia, no viola el principio de seguridad 
jurídica ni el derecho a la libertad de comercio previstos en los artículos 5 y 16 de la Constitución 
Federal. Justificación: El hecho de que el indicado precepto legal permita el ejercicio de facultades de 
comprobación cuando se aumenten esos costos sin atender “a las disposiciones legales aplicables”, 
de ninguna manera genera incertidumbre, porque contiene la integración necesaria para implicar 
límites definidos al ejercicio de esas facultades de verificación, pues es claro que debe interpretarse 
sistemáticamente con el resto de los preceptos que, sobre el tema de los costos de las colegiaturas 
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y demás contraprestaciones por el servicio educativo, contiene la Ley General de Educación que, en 
su artículo 170, fracción XXIV, prohíbe los incrementos que no hayan sido anunciados al inicio del 
ciclo escolar o pactados en el instrumento jurídico conforme al cual se haya contratado la prestación 
de servicios. Además, el ejercicio de esas facultades de comprobación –incluso, a petición de los 
usuarios– constituye una medida que: 1) persigue una finalidad constitucionalmente admisible –pugnar 
por la continuación de la educación de niñas, niños, adolescentes y jóvenes–; y, 2) resulta adecuada 
para su consecución –porque permite verificar que los planteles educativos privados no aumenten 
sus costos durante el ciclo escolar–. En cambio, no incide en el aspecto mercantil de la prestación 
de los servicios educativos porque no establece límites o directrices para la fijación del monto de 
las contraprestaciones a pagar –sobre lo cual sigue rigiendo la autonomía de la voluntad–, sino que 
lo único que conlleva es que podrá verificarse el cumplimiento de la proscripción de aumentos que 

rebasen lo pactado en perjuicio de los educandos. 

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 29/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 149, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA LOS 
PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 31, 
FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela 
privada reclamó, por su sola vigencia, diversas normas de la Ley General de Educación que regulan 
a los planteles educativos privados como parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 149, fracción 
III, de la Ley General de Educación, al imponer a las escuelas particulares la obligación de otorgar 
becas al menos al 5% del total de alumnos inscritos en cada plan y programa de estudios, no viola 
los principios de proporcionalidad y equidad tributarias previstos en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Federal. Justificación: La indicada disposición legal no prevé un tributo, en la medida en 
que no establece un deber de pago en favor del Estado y, menos aún, está dirigido a financiar el gasto 
público, ni grava un hecho indicativo de capacidad económica o la recepción de algún beneficio, sino 
que se limita a establecer la obligación a cargo de las instituciones educativas privadas de conceder 
un porcentaje mínimo de becas, como una política pública implementada por el Estado –en uso de su 
calidad rectora– para coadyuvar en la satisfacción de un fin social previsto por la Constitución General, 
consistente en la garantía del derecho humano a la educación. Por tanto, dado que el deber que el 
precepto de trato prevé no tiene la naturaleza de un tributo –por lo que no contiene una tasa fija ni 
establece de manera diferenciada e injustificada una carga impositiva–, no se rige por los principios 

propios de la materia fiscal.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 28/2021 (11a.)

EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 149, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5 DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. Hechos: En un juicio de amparo indirecto una escuela privada reclamó, por su sola vigencia, 
diversas normas de la Ley General de Educación que regulan a los planteles educativos privados 



57

como parte del Sistema Educativo Nacional. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que el artículo 149, fracción III, de la Ley General de Educación, 
al imponer a las escuelas particulares la obligación de otorgar becas al menos al 5% del total de 
alumnos inscritos en cada plan y programa de estudios, no viola el derecho a la libertad de trabajo 
previsto en el artículo 5 de la Constitución Federal. Justificación: El artículo 3, fracción II, inciso e), 
de la Constitución General, en su texto derivado de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 15 de mayo de 2019, introdujo a la equidad como un criterio que debe regir la política 
educativa, por lo que faculta al Estado para implementar medidas incluyentes y transversales que 
combatan las desigualdades que se reflejan en el ámbito educativo, cerrar las brechas sociales y 
construir una sociedad más incluyente y solidaria favoreciendo la cohesión social. Así, la obligación 
a cargo de las instituciones privadas de otorgar becas –totales o parciales– al menos al 5% de sus 
alumnos, tiene como sustento, precisamente, aquella disposición constitucional, pues la intención 
es lograr apoyos económicos que, sin duda, promueven el acceso, la continuación y los resultados 
en la educación; sobre todo porque ese porcentaje de becas totales o parciales se aprecia como 
un mínimo necesario, suficiente y proporcional –y no excesivo–, lo que lleva a considerar que, en 
realidad, la medida legislativa de trato está incluyendo a los planteles escolares particulares –como 
agentes participantes del Sistema Educativo Nacional–, en la política de equidad que rige al proceso 

educativo, y no les está imponiendo una carga abusiva o desmedida.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.

TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 28/2021 (11a.)
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previsto en el artículo 5 de la Constitución Federal. Justificación: El artículo 3, fracción II, inciso e), 
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educativa, por lo que faculta al Estado para implementar medidas incluyentes y transversales que 
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a cargo de las instituciones privadas de otorgar becas –totales o parciales– al menos al 5% de sus 
alumnos, tiene como sustento, precisamente, aquella disposición constitucional, pues la intención 
es lograr apoyos económicos que, sin duda, promueven el acceso, la continuación y los resultados 
en la educación; sobre todo porque ese porcentaje de becas totales o parciales se aprecia como 
un mínimo necesario, suficiente y proporcional –y no excesivo–, lo que lleva a considerar que, en 
realidad, la medida legislativa de trato está incluyendo a los planteles escolares particulares –como 
agentes participantes del Sistema Educativo Nacional–, en la política de equidad que rige al proceso 

educativo, y no les está imponiendo una carga abusiva o desmedida.

Tesis jurisprudencial aprobada por la Segunda Sala de la SCJN, que se publicó el veintiséis de 
noviembre de 2021.



REFORMAS
LEGISLATIVAS

58

Diario Oficial de la Federación

Modificaciones legislativas del mes de noviembre de 2021, las cuales ya aparecen publicadas 
en la página del Poder Judicial del Estado www.pjetam.gob.mx en el orden siguiente:

En Diario Oficial de la Federación de fecha 12 de noviembre de 2021, se publicó: 

DECRETO por el que se expide la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 
de 2022, motivo por el cual se abroga a partir del 1 de enero de 2022 Ley de Ingresos de la 
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2021, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 25 de noviembre de 2020.

Asimismo, se realizan modificaciones a diversos ordenamientos jurídicos, mismos que se 
establecen a continuación: Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, Código Fiscal de la Federación y Ley Aduanera.

En Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas de fecha 09 de noviembre de 2021, se publicó:

DECRETO LXIV-810 mediante el cual se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley de Coordinación del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 
Tamaulipas, de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Tamaulipas y del Código 
Penal para el Estado de Tamaulipas

En esencia por lo que respecta al Código Penal para el Estado de Tamaulipas se reforman 
los artículos 159; 160; 232, fracciones LI y LII y 233, fracción II; y se adicionan un párrafo 
tercero al artículo 211; un párrafo segundo al artículo 227; una fracción LIII al artículo 232, 
un párrafo tercero al artículo 233, un párrafo cuarto al artículo 254 Bis, un párrafo tercero al 
artículo 256 y un párrafo segundo al artículo 440.

Se establece que aumenta la pena mínima como máxima del delito de Evasión de Presos 
de dos a ocho años de prisión; anteriormente la sanción era de seis meses a siete años de 
prisión. 

En cuanto a la sanción a los particulares que favorezcan al mismo tiempo la evasión de 
varias personas privadas de libertad por la autoridad competente, aumentó la pena mínima 
y máxima de seis a catorce años de prisión, la sanción anterior era de cuatro a doce años 
de prisión.

Asimismo, se señala que las penas a que se refieren los artículos 211, 227, 233, 254 Bis, 256 
y 440 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas se aumentarán desde un tercio y 
hasta en una mitad del mínimo y máximo, cuando el delito sea cometido por personas 
servidoras públicas de las instituciones de seguridad pública.

En el artículo 232 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, se agrega como nuevo 
supuesto del delito en el desempeño de funciones judiciales o administrativas el servidor 
público, que: Fuera de los casos previstos en las leyes aplicables, proporcione a cualquier 
persona ajena a éstas, información a la que tenga acceso con motivo de sus funciones, 
protección o facilidades en el servicio confiado a su cargo; así como adiestramiento, 
capacitación o conocimientos policiales.

Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas
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